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MEMORIA DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN DEL ANTEPROYECTO DE LEY PARA LA PREVENCIÓN Y CORRECCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN DEL SUELO

La presente Memoria se elabora a los efectos de cumplir con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 10 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de Carácter General, publicada en el BOPV nº 254, de 30 de diciembre de 2003. 

1.- ANTECEDENTES

El antecedente inmediato y directo del proyecto que se tramita lo encontramos en la Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo. Dicha ley fue referente en su momento en la búsqueda de soluciones a las consecuencias de la actividad antrópica que perturba las características físicas, químicas y biológicas del suelo y llega en algunas ocasiones a producir alteraciones graves en el mismo.
En este marco de búsqueda de soluciones que permitieran prevenir y reparar en la medida de lo posible los daños, contribuyendo a que las futuras generaciones puedan disfrutar de un suelo en buenas condiciones y apto para sus diferentes usos potenciales, el Parlamento Vasco aprobó la citada ley.

La ley tenía como finalidad dar cobertura legal a las actuaciones a llevar a cabo en materia de calidad del suelo por particulares y administraciones públicas con el fin de alcanzar los tres objetivos sobre los que descansa la política de protección del suelo diseñada en la Comunidad Autónoma del País Vasco; esto es, prevenir la aparición de nuevas alteraciones en los suelos, dar solución a los casos más urgentes, y finalmente planificar a medio y largo plazo la resolución del pasivo heredado en forma de suelos contaminados.

A pesar de los grandes avances alcanzados en materia de protección de la calidad del suelo, especialmente en lo que se refiere a la incorporación de la variable de protección de este recurso natural en las actuaciones de los particulares y de las administraciones públicas en general, la aplicación práctica de la Ley 1/2005, de 4 de febrero, puso de manifiesto cuestiones que hacían necesaria su modificación con el fin de permitir que el objeto de la norma, esto es, la protección del suelo y la corrección de su contaminación, se centre especialmente en los supuestos más relevantes en función de la posible afección derivada de las actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo.

En concreto, en la aplicación práctica de la norma se puso de  manifiesto que existen actividades potencialmente contaminantes del suelo con escaso potencial contaminante, como por ejemplo un concesionario de coches, cuyo titular se encuentra obligado a dar cumplimiento a todas las prescripciones contempladas en la norma,  incluido el inicio del procedimiento cuando cesara la actividad. También se constató que conforme a la norma debía tramitarse todo el procedimiento de declaración de calidad del suelo en los supuestos de actuaciones encaminadas únicamente a implantar servicios de aguas o luz en emplazamientos que habían soportado actividades potencialmente contaminantes del suelo.

Son dos las novedades principales que se introducen en la nueva regulación. Por una parte, se procede a establecer una clasificación de las actividades potencialmente contaminantes del suelo.
Por otro, con el objeto de agilizar la intervención administrativa en materia de prevención y corrección de la contaminación del suelo, se establece también una dualidad de procedimientos en materia de calidad del suelo: el procedimiento de declaración de la calidad del suelo, que tiene por finalidad validar la adecuación del suelo al uso propuesto, y el procedimiento de declaración de aptitud de uso del suelo, procedimiento más sencillo que tiene por finalidad validar la aptitud del suelo exclusivamente para uso industrial. Se fijan, asimismo, aquellos casos en los que no será necesario dar inicio a ninguno de los procedimientos regulados en la norma, lo que no será óbice para llevar un control administrativo que permitirá al órgano ambiental de la Comunidad Autónoma conocer el alcance de las actuaciones y comprobar la adecuación de las mismas a los objetivos en materia de prevención y corrección de la contaminación del suelo.

En relación con esta cuestión, debe subrayarse que la disposición transitoria segunda dispone que aquellos procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley como procedimientos de declaración de la calidad del suelo que correspondan a supuestos que, de conformidad con esta ley, deban ser tramitados como procedimientos de declaración de aptitud de uso del suelo o puedan ser objeto de exención de estos procedimientos serán tramitados de conformidad con lo establecido en la presente norma si no hubiere recaído resolución definitiva del procedimiento iniciado, siempre que así lo solicite la persona que ha dado inicio al procedimiento.

Además, a fin de dar un tratamiento conjunto de las previsiones contempladas en la normativa vigente en materia de residuos y en la normativa de prevención de la contaminación del suelo, adquieren una especial relevancia las previsiones de la nueva norma fijando expresamente que en los emplazamientos en los que se ha desarrollado una actividad de deposición de residuos en los que sea preceptivo o se prevea su sellado, la Resolución del órgano ambiental de la Comunidad Autónoma aprobando la correcta ejecución del sellado y acordando el inicio del periodo posclausura surtirá los efectos de la declaración de calidad del suelo, incluyendo a tal fin la declaración relativa al uso compatible. 
2.- TRAMITACIÓN DEL ANTEPROYECTO DE LEY
2.1.- Ordenes de Inicio y Aprobación previa

Con este objetivo se dictó la Orden de 27 de mayo de 2010 de la Consejera de Medio Ambiente, Planificación Territorial, Agricultura y Pesca que acordó el inicio del procedimiento de elaboración de un Proyecto de Ley de Modificación de la Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo.

Tras el inicio del procedimiento, se procedió a la elaboración de diversos textos de modificación del texto normativo. Se trataba en sus planteamientos originales de modificar la ley bajo un parámetro dual: por un lado, reducción de la intervención administrativa, simplificación administrativa y principio de no tutela cuando ésta no sea necesaria, y por otro, mantenimiento estricto de los estándares ambientales, sin que la modificación implique en modo alguno un menoscabo de los mismos.

Posteriormente, la aprobación de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados así como de otras leyes y sus normas de desarrollo, tales como la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de responsabilidad ambiental y la Ley 5/2013, de 11 de junio por la que se modifican la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación y la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, hicieron aconsejable acomodar algunas cuestiones que se recogían en la Ley 1/2005 de 4 de febrero. También se consideró necesario el establecimiento de tasas por la gestión de los diferentes procedimientos regulados en la norma.

Todas estas modificaciones hicieron aconsejable proceder no a una modificación de la Ley 1/2005 de 4 de febrero, sino a la formulación de un nuevo texto de norma que sustituyera en su integridad dicha ley. Dicho texto fue objeto de aprobación previa mediante Orden de 13 de febrero de 2012 de la Consejera del Departamento de Medio Ambiente, Planificación Territorial, Agricultura y Pesca.
El Anteproyecto de Ley de referencia fue sometido a los trámites de audiencia y consulta a otras administraciones, de conformidad con los artículos 8 y 9 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre. Se llevó a cabo, asimismo, un trámite de información pública y la Viceconsejería de Medio Ambiente, en el marco de los compromisos que tiene adquiridos en relación con la garantía del ejercicio de los derechos de participación pública en materia de medio ambiente, hizo pública en su sede electrónica la iniciativa normativa y la apertura del periodo de alegaciones.

Se realizaron también en 2012 los trámites de evaluación de impacto de género y de informe de la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas y de la Dirección de Administración Tributaria.

El Anteproyecto fue asimismo informado por la Comisión Ambiental del País Vasco, por el Consejo Asesor de Medio Ambiente y por la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi.

Todos estos trámites dieron lugar a un nuevo texto que, a la finalización de la legislatura anterior, fue remitido a la Oficina de Control Económico, que no llegó a emitir informe al considerar que la iniciativa quedaba en suspenso a la espera de la decisión del nuevo Departamento de Medio Ambiente y Política Territorial.

Sobre la base de ese texto, se realizaron algunas modificaciones. Algunas en cuanto al contenido material de la regulación propuesta, incorporando aspectos adicionales encaminadas a alcanzar el objetivo de simplificar y agilizar los procedimientos y otras en el aspecto formal, eliminando algunas cuestiones de procedimiento a fin de evitar que la norma resulte excesivamente reglamentista tales como el contenido del plan de recuperación, del plan de excavación selectiva, de la documentación a acompañar con la solicitud de inicio del procedimiento o de las resoluciones a emitir por el órgano ambiental en el marco de los distintos procedimientos de calidad o aptitud de uso del suelo.

Se consideró en ese momento que las modificaciones que incorporaba el nuevo Anteproyecto de Ley para la prevención y corrección de la contaminación del suelo no eran sustanciales ni perjudicaban intereses de los agentes implicados, por lo que no resultaba necesario reiterar los trámites realizados hasta el momento.

No obstante, para darle una aceptación formal al nuevo texto normativo por parte del nuevo equipo directivo, se procedió, mediante Orden de 20 de mayo de 2013, de la Consejera de Medio Ambiente y Política Territorial, a una nueva aprobación previa del texto normativo.

2.2.- Trámites de audiencia, consulta y participación e informe de órganos colegiados
El anteproyecto de ley de referencia fue sometido a los trámites de audiencia y consulta a otras administraciones, de conformidad con los artículos 8 y 9 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre. 
Para ello, con fecha 12 de marzo de 2012, se realizó el trámite de consulta a las siguientes Administraciones: Diputaciones Forales –Departamentos competentes en medio ambiente y obras públicas e infraestructuras viarias-, Administración del Estado –a través de los Ministerios de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y de Fomento- y Ayuntamientos –a través de EUDEL-. Al mismo tiempo, se realizó trámite de audiencia a Entidades acreditadas, Asociaciones y Colegios profesionales.

Por otra parte, mediante Resolución de  6 de marzo de 2012, del Director de Planificación Ambiental, publicada en el BOPV el día 28, se somete a información pública el Anteproyecto de Ley.

Con fecha 16 de marzo, teniendo en cuenta la incidencia que la regulación tiene en sus ámbitos competenciales, se notificó la iniciativa a los Departamentos de Interior, Educación, Universidades e Investigación, Vivienda, Obras Públicas y Transportes, Industria, Innovación, Comercio y Turismo y Sanidad y Consumo, mediante la herramienta de tramitación telemática de disposiciones de carácter general.

Además de estos trámites, la Viceconsejería de Medio Ambiente, en el marco de los compromisos que tiene adquiridos en relación con la garantía del ejercicio de los derechos de participación pública en materia de medio ambiente
, hizo pública en su sede electrónica la iniciativa normativa y la apertura del periodo de alegaciones.

Como resultado de todos estos trámites de participación, se recibieron alegaciones de las siguientes entidades:
· Diputación Foral de Bizkaia, Departamento de Obras Públicas y Transportes

· Ayuntamiento de Bilbao

· EUDEL

· CONFEBASK

· ACLIMA

· Departamento de Sanidad del Gobierno Vasco: Dirección de Régimen Jurídico, Económico y Servicios Generales  y Dirección de Salud Pública.

· Agencia Vasca del Agua, Ur Agentzia-URA

· URS

· Limia&Martin, S.L.

· Litoclean

· EHNE

· Basoinsa, S.L.

Los Departamentos de Educación e Industria del Gobierno Vasco respondieron al ofrecimiento realizado, manifestando la ausencia de alegaciones a realizar al anteproyecto.

Las observaciones y alegaciones fueron objeto de valoración y dieron lugar a la modificación del texto. Se elaboró con fecha 27 de julio de 2012 el Informe de respuesta a las alegaciones, que se adjunta como Anexo a esta Memoria
. El referido informe, junto con el texto del anteproyecto de ley modificado, fue puesto en conocimiento de las entidades que participaron en los trámites de audiencia y consultas y estuvo disponible en la página web del Departamento.
Por otra parte, con fecha 29 de febrero de 2012 el Anteproyecto fue informado favorablemente por la Comisión Ambiental del País Vasco, así como por el Consejo Asesor de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Con fecha 12 de junio de 2012 fue informado favorablemente por la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi.

2.3.- Dictamen del Consejo Económico y Social

Con fecha 18 de junio de 2012, una vez modificado el texto en base a las alegaciones recibidas, se solicitó el Dictamen del Consejo Económico y Social.
Dicho Dictamen, emitido con fecha 18 de julio, comienza valorando positivamente el Anteproyecto de Ley, pero plantea sin embargo una serie de consideraciones en cuanto al texto remitido. 

Parte de las cuestiones que se plantean en el Dictamen, se corresponden con cuestiones que reiteran lo que las Administraciones y entidades consultadas en los trámites de audiencia, consultas e información pública habían alegado. Se procede no obstante a contestar la totalidad de las consideraciones realizadas en el Dictamen en el informe que se adjunta como Anexo a esta Memoria.

2.4.- Informes preceptivos

A) Informe de la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas

Con fecha 30 de mayo de 2012 la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas emitió su informe preceptivo, en el que establecía que el texto propuesto cumple la regulación relativa al euskera. No obstante, en el aspecto relativo al impacto en la normalización del uso del euskera, sugirió que el texto del Anteproyecto recogiera una disposición en la que de forma expresa se recoja que en las relaciones que se mantengan con la administración como consecuencia de la ley se garantizará el derecho al uso del euskera y del castellano.

Dicha sugerencia no ha sido atendida por considerar que la misma deriva de la Ley 10/1982, de 24 de Noviembre, básica de normalización del uso del Euskera y, como tal, la garantía de ese derecho que tienen las personas interesadas para relacionarse con las Administraciones públicas en las dos lenguas oficiales no necesita ninguna referencia expresa en una normativa sectorial en una materia tan ajena a la del uso de euskera.
B) Evaluación de impacto de género

Con fecha 22 de marzo de 2012 se dicta el informe provisional de impacto de género y se solicita, mediante la aplicación de tramitación electrónica de DNCG, el Informe de Emakunde.

Dicho Informe se emite con fecha 1 de junio de 2012 y el mismo plantea una serie de sugerencias dirigidas no tanto a la redacción del proyecto como a la propia implementación de los instrumentos que la norma regula. Sugiere así, entre otras cuestiones, incluir en los distintos informes del procedimiento la valoración del impacto que podrían tener los elementos contaminantes del suelo en mujeres y hombres y contar con una persona experta en salud y género en el proceso de elaboración del plan de suelos contaminados.

Dichas cuestiones no exigen la realización de modificaciones en el texto de la norma ni en el informe provisional de impacto de género elaborado y, en su caso, deberían ser tenidas en consideración en su momento cuando proceda bien concretar el alcance y contenido de los distintos informes del procedimiento o bien, en su caso elaborar el Plan de Suelos contaminados.

No obstante, si conviene poner de manifiesto desde este momento que, en relación con el contenido de los informes de situación del suelo y las investigaciones exploratorias, no parece razonable que, en función del alcance y contenido de dichos documentos, puedan incluirse valoraciones sobre el impacto que los distintos contaminantes puedan tener en mujeres y hombres.

Estas valoraciones podrían tener cabida en su caso en los análisis de riesgos que forman parte de las investigaciones detalladas. Ahora bien, aunque a priori, pudiera pensarse que el impacto de la contaminación del suelo sobre mujeres y hombres es diferente, la valoración del riesgo que se deriva de la alteración de la calidad de este medio no es algo que se realice sistemáticamente de forma separada ni en el País Vasco ni en otros países europeos con políticas desarrolladas tanto en este ámbito como en igualdad de género
. Para entender esta forma de hacer es necesario tener en cuenta diferentes cuestiones, entre otras, las siguientes:

· En el resultado final del análisis de riesgos hay múltiples factores que juegan un papel. Estos factores están relacionados fundamentalmente con tres eslabones de una misma cadena; las concentraciones de los contaminantes en el suelo y otros medios de contacto, las vías de exposición a través de las cuales la contaminación puede llegar a los receptores del riesgo y los escenarios de exposición que definen la forma y frecuencia/duración con la que estos receptores pueden interaccionar con las diferentes sustancias.

·  El único aspecto en el que podrían tener influencia las diferencias entre hombres y mujeres es la definición de los escenarios de exposición que incluyen factores que definen la exposición (como, por ejemplo, el tiempo de exposición) y las características de los receptores (en este caso, población afectada; peso, volumen de inhalación, etc.).

· Aunque desde un punto de vista metodológico sería posible realizar el análisis de riesgos separados para hombre y mujeres, no es habitual llevar a cabo esta diferenciación en el ámbito del procedimiento de declaración de la calidad del suelo debido a, entre otras razones, las siguientes:

· La influencia de las diferencias biométricas entre hombres y mujeres no es significativa frente a otras, como pueden ser otros parámetros de la evolución de la exposición que son comunes en una misma situación (por ejemplo, la duración o la frecuencia de la exposición).  A este respecto, es necesario mencionar que todos los análisis de riesgos deben desarrollar un estudio de sensibilidad cuyo objetivo es identificar aquellos parámetros con una influencia mayor en el resultado del análisis.

· La falta existente de datos estadísticos sobre diferencias de género puede suponer una limitación aunque no es comparable con la incertidumbre a la que están sometidos los valores toxicológicos, base del análisis de riesgos. Estos valores proceden de un número reducido de experimentos que adicionalmente no siempre han sido realizados en humanos. Ambos hechos implican la necesidad de utilizar “factores de seguridad” (interespecie, interindividuos, etc.), de varios órdenes de magnitud en muchos casos, que permitan garantizar la salud de la población, considerando siempre a los segmentos más sensibles (niños, ancianos, mujeres embarazadas, etc.)

· La “Guía metodológica de análisis de riesgos para la salud humana y los ecosistemas” publicada por el Gobierno Vasco, incluye datos relativos a la encuesta de presupuestos de tiempo y de variables biométricas diferenciadas para hombres y mujeres, de forma que el análisis se podría llevar a cabo, si por algún caso se considerara necesario, para los dos grupos.

Por todo ello, no parece razonable tener en cuenta las diferencias entre hombres y mujeres de forma sistemática en todos los análisis de riesgos que se llevan a cabo como parte del procedimiento de declaración de la calidad del suelo. En aquellos casos en los que el análisis se refiere a un uso previsto, como suele ser habitualmente el caso, el análisis de riesgos se realiza con suposiciones conservadoras de forma que toda la población está sometida a los mismos niveles de protección y, en el caso de análisis sobre usos ya establecidos, es posible incorporar al análisis los datos concretos de las personas afectadas, sean hombres o mujeres.
El informe plantea asimismo la necesidad de revisar el anteproyecto de ley dado que, si bien en general el texto recoge una formulación no sexista del lenguaje, se ha puesto de manifiesto que aparecen algunos términos enunciados exclusivamente en masculino. Al mismo tiempo sugiere revisar el lenguaje utilizado en el informe provisional de impacto de género.

En relación con la primera de las sugerencias, el texto del anteproyecto ha sido revisado nuevamente. Sin embargo, no se ha procedido a una revisión del informe provisional de impacto de género ni del resto de documentación del expediente por tratarse de documentos internos que no son objeto de publicación y considerar que el esfuerzo que ello exige no resulta necesario.

C) Informe de la Dirección de Administración Tributaria
Con fecha 30 de julio de 2012 la Dirección de Administración Tributaria emitió su informe preceptivo, en el que establecía que “para evitar la dispersión normativa se entiende conveniente sustituir el capítulo VIII del anteproyecto de ley por una nueva disposición final que añada un nuevo capítulo II al título IX del texto refundido de la Ley de Tasas y Precios Públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco aprobado por el Decreto Legislativo 1/2007, de 11 de septiembre (LTPP). el texto propuesto”.

Dicha observación ha sido atendida.
D) Informe de la Dirección de Función Pública
Tras la nueva aprobación previa del texto del Anteproyecto y retomada la tramitación de la ley, se solicita informe de la Dirección de Función Pública, que emite su informe con fecha 21 de octubre de 2013.

En dicho informe se plantea en primer lugar que las razones que el departamento ha esgrimido para justificar las necesidades de personal que se recogen en la memoria económica son una serie de funciones que, del texto, parece deducirse que surgen ex novo del anteproyecto que se informa. Añade sin embargo el informe que, de un estudio de la ley anterior se observa que muchas de ellas ya fueron creadas y atribuidas en aquel momento.
En este sentido, la memoria económica que ha sido reelaborada ya explica que si bien es cierto que algunas de estas tareas no son novedades de la ley que ahora se tramita, hay que tener en cuenta que no fueron tomadas en consideración en el análisis exhaustivo de necesidades de personal que se realizó en la tramitación de la Ley 1/2005, en el que no se valoraron las necesidades de personal asociadas a los procedimientos de gestión y elaboración del inventario, ni de elaboración y seguimiento del Plan de suelos contaminados, ni de la gestión de entidades acreditadas entre otras.

E) Informe de la Oficina de Control Económico

La Oficina de Control Económico ha emitido su informe preceptivo con fecha 20 de noviembre de 2013. Dicho informe plantea en primer lugar la misma observación recogida en el Informe de Función Pública y que ya ha sido respondida, habiéndose modificado la memoria económica con las aclaraciones necesarias.

En la nueva Memoria económica se ha atendido también a la observación contenida en dicho informe que consideraba conveniente aportar datos sobre costes de la encomienda que el departamento hace anualmente a IHOBE para la realización de tareas en materia de suelos contaminados.

El mismo informe considera, en relación a la valoración realizada en la memoria económica y relativa a las ayudas económicas que la ley prevé y que se materializan a través de la convocatoria anual de ayudas a Ayuntamientos y otras entidades locales, que “no se ha facilitado a este Servicio otros datos que el número e importe de las ayudas concedidas, sin evaluar los resultados producidos”.

Esta afirmación no resulta correcta pues la memoria económica ya recogía, junto con los datos relativos al número de subvenciones concedidas y su importe, datos relativos a superficies de suelos investigados y recuperados.

Por lo demás reitera la observación del informe de la Dirección de Administración tributaria, que ha sido atendida.
Seguidamente se analiza favorablemente que se afecten los fondos económicos obtenidos por las sanciones a medidas dirigidas a la mejora del medio ambiente, aunque considera que debería fundamentarse esta excepción al principio presupuestario de no afectación de los ingresos y la razón del cambio respecto a la norma actualmente en vigor.

En relación con esta cuestión únicamente señalar que como bien indica el propio informe de la Oficina de Control Económico, dicho principio emana de la Ley 3/1998, de 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco, en cuyo ámbito encuentra su acomodo la aprobación de la Ley 1/2005 de 4 de febrero, por lo que aunque esta última no reflejara dicho principio de afectación de los ingresos procedentes de las sanciones de forma expresa así debía ser entendido y aplicado. El hecho de que no fuera recogido explícitamente en el texto actualmente en vigor debe ser atribuido a un simple error.

Posteriormente, el informe realiza una valoración del contenido de la memoria económica respecto a la incidencia económica que puede derivarse de la aplicación del Anteproyecto para los terceros obligados, en concreto, como consecuencia de la elaboración periódica de informes de situación del suelo, el procedimiento de declaración de aptitud del uso del suelo, los supuestos de exención de los procedimientos de declaración de calidad del suelo y de la inclusión de tasas por la prestación de servicios por parte de la Administración General de la CAPV. 

Sin perjuicio de lo anterior, indica el informe que la memoria no efectúa estimación alguna sobre la posibilidad de imponer garantías de tipo económico que puede suponer un coste extra para alguno de los agentes intervinientes ni sobre la posibilidad de imponer multas coercitivas. Añade que tampoco se realizan estimaciones respecto a los nuevos instrumentos para conocer y controlar la calidad del suelo como el estudio de alternativas, el plan de excavación o la investigación del estado final del suelo.

A este respecto debe indicarse que los nuevos instrumentos para conocer y controlar la calidad del suelo son parte de las investigaciones exploratorias y detalladas que se regulaban en el texto normativo anterior, y que el Anteproyecto únicamente explicita, a fin de que los agentes afectados puedan elaborar en cada caso concreto de forma más adecuada los distintos documentos que forman parte de la documentación necesaria para el procedimiento de calidad del suelo.

En cuanto a la alteración del orden de prelación de los obligados para el cumplimiento de las obligaciones de recuperación, debe indicarse que esta cuestión no tiene ninguna relevancia económica puesto que la identidad del obligado a adoptar las medidas oportunas no modifica el coste de las medidas.

2.5.- Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora

Por Orden  de 13 de febrero de 2014 de la Consejera de Medio Ambiente y Política Territorial se somete a dictamen de la Comisión Jurídica Asesora el anteproyecto de Ley para la prevención y corrección de la contaminación del suelo, conforme a lo previsto en el artículo 3.1.a) de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, que incluye como ámbito de la función consultiva de la Comisión los anteproyectos de ley.

El Pleno de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, en la sesión del día 9 de abril de 2014, emite el Dictamen nº 58/2014 en relación con el citado anteproyecto de ley. Dicho dictamen concluye que una vez consideradas las observaciones formuladas en el mismo, el anteproyecto de ley puede elevarse al Consejo de Gobierno para su aprobación.

A continuación se realizará un análisis de las observaciones recogidas en el Dictamen emitido por la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi respecto al proyecto normativo sometido a su consideración.

Afirma el Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora que el escueto contenido de las memorias explicativas obrantes en el expediente no permite comprobar el cumplimiento de los principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas de las administraciones públicas y que dichas memorias no dan razón del cumplimiento de los mandatos dirigidos a la reducción de cargas administrativas contenidas en el artículo 5 de la Ley 16/2012, de 28 de junio, de apoyo a las personas emprendedoras y a la pequeña empresa en el País Vasco.

Sorprenden afirmaciones tan categóricas por parte de la Comisión Jurídica Asesora porque, si bien es cierto que no hay referencias expresas en las memorias justificativas al cumplimiento de los preceptos contenidos en dichas normas –cuestión ésta motivada por el hecho de que la tramitación del Anteproyecto se inició antes de que las mismas fueran aprobadas-, es evidente que son precisamente los principios de buena regulación recogidos en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, los que han inspirado la propia regulación.

Tenemos así que conforme al artículo 4 de dicha ley de Economía Sostenible, el ejercicio de la iniciativa normativa debe estar guiado por los principios de necesidad, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, accesibilidad, simplicidad y eficacia.

El artículo 6 de la citada ley establece como instrumento para adaptar su normativa vigente a los principios de buena regulación y a los objetivos de sostenibilidad, el de la revisión periódica de las normas. Pues bien, tal y como recoge la Orden de 27 de mayo de 2010 que da inicio al procedimiento de elaboración de la iniciativa legislativa, ha sido precisamente esa revisión la que ha motivado la tramitación del Anteproyecto de Ley. Recoge en este sentido expresamente la Orden: “La aplicación práctica de la Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo ha puesto de manifiesto cuestiones que hacen necesaria su modificación con el fin de permitir que el objeto de la norma, esto es, la protección del suelo y la corrección de su contaminación, se centre especialmente en los supuestos más relevantes en función de la posible afección derivada de las actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo”.

Se cumple por tanto el principio de eficacia, tal y como viene definido en dicha ley por cuanto que ya desde la Orden de inicio, la iniciativa normativa parte “de una identificación clara de los fines perseguidos, estableciendo unos objetivos directos y evitando cargas innecesarias y accesorias para la consecución de esos objetivos finales”.

Por otra parte, siguiendo lo establecido en la citada Ley, en base a los principios de necesidad y proporcionalidad la iniciativa debe estar justificada por una razón de interés general y debe ser el instrumento más adecuado para garantizar  la consecución del objetivo que se persigue, tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas y menos distorsionadoras. Pues bien, nuevamente la mencionada Orden de inicio da cuenta del cumplimiento de dichos principios: “Se trataría de proceder a una revisión de la ley bajo un parámetro dual: reducción de la intervención administrativa, simplificación administrativa y principio de no tutela cuando ésta no sea necesaria, por un lado, pero mantenimiento estricto de los estándares ambientales, sin que la modificación implique en modo alguno un menoscabo de los mismos. En concreto, las cuestiones más problemáticas a las que deberá hacer frente el proyecto deberán ser las de una nueva delimitación de los supuestos en los que resulta exigible el procedimiento de declaración de la calidad del suelo, así como la necesidad de establecer obligaciones más flexibles sobre las actividades con una menor probabilidad de contaminar el suelo.”

En aplicación de estos principios, el proyecto establece “medidas menos restrictivas y menos distorsionadoras” que las vigentes: Se establece una definición más restrictiva de lo que debe entenderse por actividad potencialmente contaminante del suelo –exigiendo el contacto con el suelo- y se realiza una clasificación de las actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo a efectos de fijar luego obligaciones distintas en función del grado de potencial contaminante de las mismas. 

Resulta evidente por tanto que el proyecto ya realiza la valoración de la regulación vigente e intenta buscar el equilibrio entre la necesaria protección del medio ambiente –el objetivo que persigue- y el favorecimiento de un desarrollo económico sostenible. La Memoria económica realiza esta valoración en los siguientes términos:

El Anteproyecto pretende reducir la intervención de la Administración en los procedimientos de restauración de emplazamientos potencialmente contaminados, así como simplificar la tramitación vinculada a dichos procedimientos. Y limitar la tutela ambiental a aquellas situaciones de mayor importancia……

Por lo que respecta a la reducción de la intervención de la Administración y a la agilización de su actuación, el Anteproyecto postula la introducción de (i) un procedimiento de declaración de aptitud de uso del suelo (procedimiento simplificado de declaración de la calidad del suelo) y (ii) un procedimiento de exención de declaración de la calidad del uso del suelo, que serán explicados más adelante.

El Anexo II del Anteproyecto clasifica las actividades en función de su potencial contaminante. En función de esta clasificación la norma impone obligaciones de control adicionales o excluye a la actividad de participar en los procedimientos de exención de declaración de la calidad del suelo.

Siguiendo con los principios de la referida Ley de Economía Sostenible, establece su artículo 4 que el cumplimiento de dicho principio exige ejercer la iniciativa normativa “de manera coherente con el resto del ordenamiento para generar un marco normativo estable y predecible, creando un entorno de certidumbre que facilite la actuación de los ciudadanos y empresas y la adopción de sus decisiones económicas”. Precisamente por ello, habiéndose iniciado el procedimiento como una modificación puntual de la Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo, se optó por la aprobación de un nuevo texto integro de la ley que derogue la vigente. Así lo expresa la Orden de 13 de febrero de 2012 de aprobación previa del texto normativo:

Se trataba en sus planteamientos originales de proceder a una modificación de la ley bajo un parámetro dual: reducción de la intervención administrativa, simplificación administrativa y principio de no tutela cuando ésta no sea necesaria, y mantenimiento estricto de los estándares ambientales, sin que la modificación implique en modo alguno un menoscabo de los mismos.

Posteriormente, la aprobación de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, hizo aconsejable acomodar algunas cuestiones que se recogían en la Ley 1/2005 de 4 de febrero. También se ha considerado necesario el establecimiento de tasas por la gestión de los diferentes procedimientos regulados en la norma.

Todas estas modificaciones han hecho aconsejable proceder no a una modificación de la Ley 1/2005 de 4 de febrero, sino a la formulación de un nuevo texto de norma que sustituya en su integridad dicha ley.

Con lo transcrito hasta el momento queda suficientemente justificado el cumplimiento del principio de trasparencia, por cuanto que los objetivos de la regulación y su justificación aparecen en la documentación del expediente.

El Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora reconoce “el indudable esfuerzo en la participación de agentes económicos, otras administraciones públicas y entes institucionales” en la tramitación del Anteproyecto con lo que se cumpliría el principio de accesibilidad que exige el establecimiento de mecanismos de consulta con los agentes implicados que estimulen su participación activa en el proceso de elaboración normativa.

Puede también considerarse que el Dictamen considera cumplido el principio de simplicidad, que exige que toda iniciativa normativa atienda a la consecución de un marco normativo sencillo, claro y poco disperso, que facilite el conocimiento y la comprensión del mismo. El Anteproyecto ya reconoce en su parte expositiva que se han realizado unas modificaciones en la estructura de la ley de forma que se consiga una mejor sistemática en los aspectos que regula: instrumentos y procedimientos en materia de calidad del suelo, obligaciones que impone, instrumentos de la política de suelos y régimen sancionador. El Dictamen reconoce en este sentido el acierto de estas moficaciones en la estructura de la norma.

Por otro lado, en cuanto al cumplimiento de los mandatos dirigidos a la reducción de cargas administrativas contenidas en la Ley 16/2012, de 28 de junio, de apoyo a las personas emprendedoras y a la pequeña empresa en el País Vasco, que la Comisión Jurídica asesora considera  insuficientemente justificado, debemos insistir en que precisamente la voluntad de reducir y suprimir trámites que conllevan dilaciones del procedimiento, recogida en el artículo 5 de la citada ley, ha sido la orientación fundamental de toda la iniciativa. Y, aunque algunas de las cuestiones recogidas en el mencionado artículo, por su contenido más procedimental, no encuentran reflejo en el expediente del anteproyecto (ej. supresión del requerimiento a la persona interesada de documentos, impulso de la tramitación telemática), la reducción de plazos máximos de resolución sí ha sido un objetivo perseguido por la norma y así, frente al plazo de 6 meses recogido en la vigente ley, el anteproyecto, si bien mantiene ese plazo para los procedimientos de declaración de la calidad del suelo, establece unos plazos máximos de tres meses y un mes para los procedimientos de aptitud y exención respectivamente.

Por último, para acabar con este apartado, consideramos necesario poner de manifiesto que la memoria económica incorporada al expediente, realiza no solo una identificación de la reducción de cargas que se derivan del anteproyecto, sino que realiza una cuantificación económica de las mismas y una valoración del impacto económico de su aplicación sobre el empleo, la renta y la producción, dando con ello cumplida satisfacción a la exigencia impuesta en la Ley 16/2012 de acompañar los proyectos normativos de un informe de impacto en la empresa.

La citada Memoria cuantifica así en un 60% las actividades o instalaciones potencialmente afectadas por el Anteproyecto que verán sustancialmente reducidas las cargas administrativas que deben soportar, un 20% porque pasarán a beneficiarse de los nuevos supuestos de exención y sustituirán la costosa tramitación del procedimiento de declaración de calidad del suelo por una comunicación al órgano ambiental que debe ser respondida en el plazo máximo de un mes; y otro 40% porque pasarán a estar incluidos en el nuevo procedimiento de aptitud. Dicho procedimiento implica una simplificación también evidente respecto al procedimiento de declaración de calidad del suelo por cuanto que no deberán realizar las investigaciones exploratorias del suelo.

Con estos datos, dicha Memoria termina concluyendo que la aplicación de la nueva norma, con un escenario temporal hasta 2040, puede implicar un ahorro anual de casi cuatro millones de euros.

En relación con el Capítulo I - Disposiciones Generales-, el Dictamen señala que la técnica empleada para determinar las actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo es una técnica normativa desaconsejable puesto que se enumeran en los anexos I y II del anteproyecto por referencia a la Clasificación Nacional de Actividades Económicas. Considera que la norma debiera recoger las condiciones para que las actividades sean consideradas como tales y concretar, a través de un desarrollo reglamentario, que se prevé en la Disposición Adicional Segunda, la enumeración concreta. En este sentido, se propone analizar la posibilidad de eliminar los Anexos I y II del anteproyecto.
A este respecto debe señalarse que el listado de actividades potencialmente contaminantes del suelo se recoge en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados. 

Así, en el Anexo I del Real Decreto 9/2005 de 14 de enero se recoge el listado de las actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo, identificando las mismas en función del CNAE, y ello conforme a lo previsto en el artículo 2 en el que se recoge la definición de estas actividades.

Esta técnica normativa de identificar en los anexos los listados de las actividades que están sometidas a la norma está ampliamente implantada en el ámbito medioambiental, incluso a nivel de las instituciones comunitarias, que, habitualmente, utilizan esta técnica, véase como ejemplo las últimas Directivas comunitarias en materia de prevención y control integrados de la contaminación o de evaluación ambiental.

En orden a ofrecer a las personas afectadas por la normativa de prevención y corrección de la contaminación del suelo seguridad jurídica respecto a las actividades que deben cumplir las prescripciones contempladas en la misma y evitar interpretaciones erróneas al respecto, el anteproyecto de ley únicamente se limita a trasladar a su anexo la relación de actividades ya contempladas en la normativa estatal. 
Por otro lado, y en lo que se refiere al Anexo II, relativo a la clasificación en tres categorías de las actividades potencialmente contaminantes del suelo, tampoco resulta posible su eliminación a través de un régimen transitorio y posterior desarrollo reglamentario, puesto que dicha clasificación no se recoge en la actualmente vigente Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo, resultando que sobre dicha clasificación pivotan principalmente las modificaciones que se pretenden incorporar con el anteproyecto de ley y que consisten, precisamente, en introducir nuevos mecanismos, más flexibles y ágiles que los actualmente previstos,- como un nuevo procedimiento de declaración de aptitud del suelo-, para garantizar una adecuada protección del suelo a través de una menor intervención de la administración ambiental. 
En relación con las definiciones contempladas en el artículo 3 del anteproyecto de ley, se ha modificado la definición de suelo alterado a fin de que la misma no contemple reglas relativas a su régimen. No obstante, no puede modificarse la definición correspondiente al valor indicativo de evaluación B, puesto que la misma no refleja una cuestión sobre el régimen aplicable, limitándose a señalar que, en el caso de las aguas subterráneas, se estará a las determinaciones que adopte el órgano competente en esta materia.

En relación con el Capítulo II – Instrumentos para conocer y controlar la calidad del suelo- el Dictamen señala que resulta redundante la llamada al desarrollo reglamentario que prevé el artículo 6, en el que se identifican todos los instrumentos, puesto que también se prevén llamadas similares en cada uno de los artículos en los que se identifica y contempla cada uno de ellos. En este sentido, señala que debe optarse por una de ambas posibilidades, y se ha procedido a eliminar dicha referencia al posterior desarrollo reglamentario del artículo 6 del anteproyecto de ley.
Respecto al artículo 14.2 el Dictamen propone eliminar la previsión de que las directrices para la excavación se encuentran contempladas en el Anexo II del Decreto 199/2006, puesto que el mismo tiene una vigencia que no se prolongará en el tiempo atendiendo al desarrollo reglamentario que prevé el propio anteproyecto de ley.

Efectivamente, considerando adecuada la propuesta realizada por la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, se ha procedido a modificar el contenido del citado artículo 14.2.

En lo que se refiere al Capítulo III –Obligaciones de las personas físicas o jurídicas poseedoras y propietarias de suelos-  se recomienda un esfuerzo aclarador de los sujetos obligados a adoptar las medidas preventivas, de defensa y de control y seguimiento, a falta de definición de la expresión “responsables”.

Sin perjuicio de que se ha introducido una modificación en el contenido del articulado a fin de aclarar este extremo, es importante señalar que en el ámbito de la normativa ambiental se ha introducido la figura del “operador”, es decir, la persona que explota la actividad pero no es titular ni de la actividad ni de la instalación. La previsión contemplada en el anteproyecto de ley pretende efectivamente que cualquier persona que pudiera ser responsable en el funcionamiento de la actividad o instalación debiera hacer frente a las obligaciones derivadas de la normativa de protección de la contaminación del suelo, al menos en los términos previstos en la normativa de responsabilidad ambiental.

Por lo que se refiere a las medidas cautelares que se pueden adoptar por razones de urgencia y excepcionalidad, y con objeto de evitar una interpretación de la norma que induzca a pensar en una facultad exorbitante de la administración ambiental en los términos indicados en el Dictamen, se ha modificado el contenido del artículo 21 ajustándolo a las previsiones contempladas en la normativa vigente en materia de responsabilidad ambiental.

Respecto a la obligación de los propietarios de informar al órgano ambiental cuando tengan conocimiento de la presencia de sustancias contaminantes, si bien es cierto que los mismos, de no estar en posesión de las instalaciones, difícilmente pueden detectar la aparición de las sustancias, no es menos cierto que tienen instrumentos a su alcance para acceder a las instalaciones y detectar tal circunstancia. 

En relación con esta cuestión, debe interpretarse esta obligación de los propietarios como una protección para sus propios intereses, puesto que cuanto antes se ponga en conocimiento del órgano ambiental que existen indicios de contaminación en su propiedad antes se podrá actuar sobre el causante de dicha circunstancia para evitar que el daño o amenaza se materialice y se adopten las medidas encaminadas a su corrección.
Respecto al Capítulo IV- Declaraciones en materia de calidad del suelo- se pone de manifiesto una posible incongruencia entre la nulidad de las licencias o autorizaciones que se emitan sin el pronunciamiento previo del órgano ambiental (artículo 26) y la posibilidad de emitir dichas licencias o autorizaciones una vez transcurridos los plazos previstos en el Capítulo V. La Comisión Jurídica Asesora propone una reflexión sobre el sentido que la norma debe dar al silencio en los procedimientos en materia de calidad del suelo.

Teniendo en cuenta que uno de los objetos que se persiguen con este anteproyecto de ley es reducir las cargas administrativas derivadas de la aplicación de la actualmente vigente Ley 1/2005 de 4 de febrero, que somete a un procedimiento administrativo exhaustivo y detallado todas las actuaciones  vinculadas con emplazamientos que han soportado actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo de la CAPV, dicha reflexión tiene un escaso recorrido, puesto que precisamente lo que se pretende es no convertir la intervención ambiental en obstáculo que paralice las actuaciones en dichos emplazamientos.
Por ello, se ha introducido una modificación en el artículo 26 del anteproyecto de ley para evitar posibles incongruencias en relación con el sentido del silencio.
Respecto a los procedimientos en materia de calidad del suelo, regulados en el Capítulo V, la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi indica que no se recoge en el artículo 30 ninguna referencia para el inicio del procedimiento para los supuestos contemplados en los apartados 1, 2 y 4 del artículo, cuando sí se recoge para el resto de los supuestos.

En relación con esta cuestión, debe tenerse en cuenta que los procedimientos de los apartados 1, 2 y 4 se inician como consecuencia de actuaciones que promueven la ciudadanía o las Administraciones Públicas, esto es, cuando se pretende implantar actividades, realizar movimientos de tierra o cambios en el planeamiento urbanístico, y por tanto, no resulta posible determinar el plazo en el que debe iniciarse el procedimiento de declaración de la calidad del suelo, aunque del texto del anteproyecto puede concluirse que dicho plazo deberá ser, al menos, 6 meses antes de que se pretenda materializar la actuación que requiere el pronunciamiento previo del órgano ambiental.

Por lo que se refiere al artículo 33.1, relativo a la suspensión de los derechos de edificación y otros aprovechamientos, se ha modificado el contenido del artículo con el objeto de limitar la facultad administrativa en los términos previstos en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

Respecto al Capítulo VI- Recuperación de la calidad del suelo- la Comisión Jurídica Asesora propone reformular el artículo 42.3 puesto que del mismo parece deducirse que en el caso de que se requieran medidas de recuperación en función del nuevo uso a implantar en el emplazamiento, la responsabilidad recae, en exclusiva, sobre el promotor del nuevo uso, exonerando de toda responsabilidad al causante de la contaminación. 

Si bien se considera que de la redacción actual, en ningún caso puede entenderse que se produce una traslación de la responsabilidad de adoptar todas las medidas de recuperación a quien promueve la implantación del nuevo uso, se ha introducido el adjetivo “adicionales” a las medidas de recuperación con el objeto de aclarar que son estas medidas de recuperación “adicionales” y vinculadas al nuevo uso las que debe asumir la persona promotora del nuevo uso.

En relación con el Capítulo VII- Instrumentos de la política de suelos- el Dictamen propone que se complete el expediente incluyendo la justificación de mantener el régimen autorizatorio para las entidades acreditadas en investigación y recuperación de suelos, y ello atendiendo a lo establecido en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

A este respecto debe señalarse que en el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco se procedió a la aprobación de la Ley 7/2012, de 23 de abril, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior.

Con carácter previo a la tramitación de la citada norma se realizó, a nivel de Administración General de la CAPV, una reflexión respecto a las normas autonómicas que debían ser modificadas a fin de ajustarlas a las previsiones contempladas en la mencionada Directiva comunitaria, en concreto, respecto a que los instrumentos de intervención de las administraciones públicas debían ser analizados pormenorizadamente y ser conformes con los principios de no discriminación, de justificación por razones imperiosas de interés general y de proporcionalidad para atender esas razones. La norma solo mantiene la exigencia de requisitos a la libre prestación de servicios cuando estén debidamente justificados por razones de salud pública, de protección del medio ambiente, de orden público o de seguridad pública, sean proporcionados y no sean discriminatorios por razón de nacionalidad o domicilio social.
En el marco de esta reflexión se comprobó que, en relación con la normativa aprobada por la CAPV respecto a la protección y corrección de la contaminación del suelo,  la necesidad de que a tales efectos se dispusiera de entidades acreditadas encontraba amparo en que se trataba de una de las razones que permitían mantener dichos instrumentos de intervención en cuanto que su objetivo final es la protección del medio ambiente.

Asimismo, se tuvo en cuenta que al amparo de la Disposición Adicional Primera del Decreto 199/2006, de 10 de octubre, por el que se establece el sistema de acreditación de entidades de investigación y recuperación de la calidad del suelo y se determina el contenido y alcance de las investigaciones de la calidad del suelo a realizar por dichas entidades, el órgano ambiental puede reconocer la validez de las acreditaciones otorgadas por organismos oficiales de otras Comunidades Autónomas o Estados miembros de la Unión Europea, siempre que las condiciones y requisitos exigidos por dichos organismos sean equivalentes a los establecidos en dicho Decreto. Se cumple con ello el principio de no discriminación que debe regir el establecimiento de regímenes autorizatorios.
Aquellas circunstancias que se tomaron en consideración cuando se analizó la necesidad de adecuar la normativa autonómica a la normativa sobre libre acceso a los servicios siguen plenamente vigentes, y en este sentido, el anteproyecto de ley mantiene que las entidades deben ser objeto de acreditación previa. 
La Comisión Jurídica Asesora de Euskadi propone revisar el contenido del artículo 54.3, relativo a las infracciones graves, en concreto, en lo que se refiere a que son infracciones graves las relacionadas en los apartados anteriores siempre que para valorar el alcance de los riesgos se requiera la realización de un análisis de riesgos. Considera el Dictamen que la determinación de si los riesgos o daños son o no graves precisaría necesariamente la realización de un análisis de riesgos, lo que acabaría  por anular la virtualidad del apartado uno del citado precepto.

Dicha consideración responde a una interpretación errónea por cuanto no siempre es necesario abordar un análisis de riesgos en los términos previstos en el anteproyecto de ley para determinar el alcance de éstos. Así, de conformidad con la definición de los valores indicativos de referencia B (VIE B) que se recoge en el texto del anteproyecto, cabe afirmar, con rotundidad, que no existe riesgo inaceptable en aquellos suelos donde las concentraciones de contaminantes no superan dichos umbrales, y en tales casos resulta innecesario realizar análisis de riesgo alguno.

Por ello, este apartado 3 del precepto no solo no anula la virtualidad del apartado 1, sino que lo que persigue es objetivar la tipificación de las infracciones.

En todo caso, en aras a clarificar el alcance del apartado se ha procedido a su modificación.

Por otro lado, se afirma desde la Comisión Jurídica Asesora que las sanciones de clausura temporal o definitiva de las instalaciones, en algunos casos, pueden plantear problemas de encaje desde la perspectiva del principio de proporcionalidad, ya que en la norma estatal todas las sanciones se sujetan a un plazo máximo.
A este respecto, debe indicarse que la actualmente vigente norma en materia de prevención y corrección de la contaminación del suelo ya recoge como sanciones posibles  la clausura definitiva de las instalaciones o el cese definitivo de las actividades.

Asimismo, no cabe realizar la interpretación que realiza el Dictamen respecto a las sanciones contempladas en la normativa básica, puesto que para las infracciones muy  graves prevé una sanción de clausura temporal o definitiva, total o parcial, de las instalaciones o aparatos, por un plazo máximo de 5 años, salvaguardándose en estos casos los derechos de los trabajadores de acuerdo con lo previsto en la legislación laboral. Resulta evidente que dicho plazo de 5 años no puede referirse a la clausura definitiva.

En consecuencia, las sanciones del anteproyecto de ley se ajustan a las previsiones contempladas en la normativa básica estatal y respetan el principio de proporcionalidad. 

En relación con las consideraciones del Dictamen respecto a la parte final del anteproyecto de ley de prevención y corrección de la contaminación del suelo, debe indicarse que se han eliminado la Disposición Transitoria Quinta y la Disposición Final Primera. 

Asimismo, se ha modificado el contenido de la Disposición Final Segunda (ahora Disposición Final Primera) para ajustarlo al contenido del texto propuesto por la Dirección de Administración Tributaria, y que por error no había sido ajustado.

Por último, y en lo que se refiere a la entrada en vigor de la nueva norma, se considera que puesto que la misma permite que algunos supuestos actualmente sometidos al procedimiento de declaración de calidad del suelo queden exentos de dicho procedimiento o, al menos, se sometan a un procedimiento administrativo más rápido y ágil, y por tanto, las personas beneficiarias de una pronta entrada en vigor de la norma son la ciudadanía en general y el conjunto de las Administraciones Públicas promotoras de actuaciones en emplazamientos que han soportado actividades potencialmente contaminantes del suelo, procede mantener la fecha de entrada en vigor prevista en el anteproyecto.

2.6.- Otras modificaciones realizadas en el texto

Tras la remisión del informe de la Oficina de Control Económico se realizaron nuevas modificaciones en el texto, que fueron objeto de descripción en la memoria que acompañaba a la solicitud de Dictamen a la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi.

Una vez analizado el contenido del Dictamen 58/2014 anteriormente indicado, se ha puesto de manifiesto la necesidad de ajustar algunas cuestiones vinculadas a la transmisión de suelos para dar cabida a las operaciones de aportación de fincas y asignación de parcelas resultantes en las actuaciones de ejecución urbanística. En este sentido se ha introducido un nuevo apartado 4 en el artículo 17 del anteproyecto.
Asimismo, se ha ajustado el artículo relativo a supuestos derivados de procedimientos expropiatorios, ya que no parece razonable hacer recaer, siempre y en todo caso, sobre el titular cesante de una actividad potencialmente contaminante del suelo la obligación de iniciar el procedimiento de declaración de calidad del mismo cuando dicho cese es consecuencia de un procedimiento expropiatorio, y en este sentido, se ha modificado el contenido del artículo 30.2 del anteproyecto de ley.

	Fdo.: Ainhoa Mintegi Elorriaga
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ANEXO I
INFORME DE RESPUESTA A LAS ALEGACIONES AL ANTEPROYECTO DE LEY PARA LA PREVENCIÓN Y CORECCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN DEL SUELO.

El anteproyecto de ley de referencia fue sometido a los trámites de audiencia y consulta a otras administraciones, de conformidad con los artículos 8 y 9 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre. 
Para ello, con fecha 12 de marzo, se realizó el trámite de consulta a las siguientes Administraciones: Diputaciones Forales –Departamentos competentes en medio ambiente y obras públicas e infraestructuras viarias-, Administración del Estado –a través de los Ministerios de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y de Fomento- y Ayuntamientos –a través de EUDEL-. Al mismo tiempo, se realizó trámite de audiencia a las entidades que se relacionan en el Anexo I a este informe.

Por otra parte, mediante Resolución de  6 de marzo de 2012, del Director de Planificación Ambiental, publicada en el BOPV el día el 28, se somete a información pública el Anteproyecto de Ley.

Con fecha 16 de marzo, teniendo en cuenta la incidencia que la regulación tiene en sus ámbitos competenciales, se notificó la iniciativa a los Departamentos de Interior, Educación, Universidades e Investigación, Vivienda, Obras Públicas y Transportes, Industria, Innovación, Comercio y Turismo y Sanidad y Consumo, mediante la herramienta de tramitación telemática de disposiciones de carácter general.

Además de estos trámites, la Viceconsejería de Medio Ambiente, en el marco de los compromisos que tiene adquiridos en relación con la garantía del ejercicio de los derechos de participación pública en materia de medio ambiente
, hizo pública en su sede electrónica la iniciativa normativa y la apertura del periodo de alegaciones.

Como resultado de todos estos trámites de participación, se recibieron alegaciones de las siguientes entidades:
· Diputación Foral de Bizkaia, Departamento de Obras Públicas y Transportes

· Ayuntamiento de Bilbao

· EUDEL

· CONFEBASK

· ACLIMA

· Departamento de Sanidad del Gobierno Vasco: Dirección de Régimen Jurídico, Económico y Servicios Generales  y Dirección de Salud Pública.

· Agencia Vasca del Agua, Ur Agentzia-URA

· URS

· Limia&Martin, S.L.

· Litoclean

· EHNE

· Basoinsa, S.L.

Los Departamentos de Educación e Industria del Gobierno Vasco respondieron al ofrecimiento realizado, manifestando la ausencia de alegaciones a realizar al anteproyecto.

Se realizan a continuación las observaciones procedentes en cuanto a las alegaciones recibidas y se indica, en su caso, las modificaciones realizadas en el anteproyecto. Se sigue para ello el orden del articulado del anteproyecto de ley:

1.- La Agencia Vasca del Agua-Ur Agentzia, en adelante URA, plantea en su escrito de alegaciones, en relación con el artículo 3.6,  que la competencia para establecer los valores de referencia en materia de aguas corresponde a la Agencia. Cuestión, que es compatible y por eso ha separado este supuesto del resto, en el que la competencia se atribuía al órgano ambiental. No obstante, para evitar interpretaciones incorrectas, se ha modificado el último párrafo del apartado 6 del art. 3, recogiendo la referencia expresa a la Administración hidráulica.

2.- Diversas alegaciones – EUDEL, CONFEBASK y EHNE- inciden en el principio de que quien contamina paga y además de aconsejar su inclusión expresa en el texto normativo, plantean que el Anteproyecto realiza una inadecuada aplicación del mismo.
Se ha recogido la referencia expresa al citado principio en el artículo 4.
En dicho artículo se recoge asimismo el principio de solución ambiental para la totalidad del suelo comprendido en el ámbito de gestión urbanística, que es una de las alegaciones que también plantea EHNE y respecto de la cual, se considera que no resulta necesario un mayor desarrollo en el articulado.

3.- EUDEL manifiesta su opinión contraria a la prohibición de admitir usos de vivienda o asimilables a urbanos en emplazamientos que han soportado actividades de vertedero, recogida en el anteproyecto en su artículo 5 y solicita que el anteproyecto se limite a recoger lo establecido en la normativa básica estatal, que no recoge dicha prohibición.

A este respecto, ponemos de manifiesto que con esta medida está ejerciendo la facultad que corresponde a la CAPV de establecer, mediante la regulación autonómica, medidas adicionales de protección con respecto a la normativa estatal básica. Partiendo de este hecho, se ha considerado que el principio de precaución exige limitar los usos en suelos que han soportado usos de vertederos de residuos peligrosos u otros que presentan riesgos similares.

En relación con este mismo artículo BASOINSA plantea la necesidad de que el anteproyecto recoja los parámetros que se van a utilizar para fijar los usos compatibles en los supuestos de sellado de vertederos. A este respecto, se considera que no es éste el instrumento normativo indicado para ello.

4.- LIMIA&MARTIN plantea en su alegación un nuevo instrumento para conocer y controlar la calidad del suelo, que se incorporaría al artículo 7, al que denomina “informe de estudio de compatibilidad del uso del suelo” y se utilizaría en los procedimientos de aptitud de uso del suelo. Consideramos que este planteamiento contradice la finalidad simplificadora de los procedimientos en materia de calidad del suelo que ha sido uno de los motivos principales del Anteproyecto y por ello no se ha acogido.

5.- Se ha modificado la redacción del artículo 10.3 atendiendo la alegación presentada por la Diputación Foral de Bizkaia y si bien se parte del principio de que, cuando se trate de emplazamientos que han tenido una actividad de deposición de residuos, la investigación exploratoria debe alcanzar la totalidad del emplazamiento, se admite que el órgano ambiental pueda acordar excepcionalmente que la investigación se realice tan solo sobre parte del emplazamiento objeto de actuación.

En relación con el artículo 12 URS señala que la valoración del riesgo de que la contaminación del agua pueda afectar tanto a la productividad como a las infraestructuras no se realiza a través de los programas habituales de análisis de riesgos y que son habituales de otro tipo de ámbitos distintos del ambiental. Se considera que las entidades acreditadas por el órgano ambiental de conformidad con la normativa de prevención y corrección de la contaminación del suelo se encuentran capacitadas para realizar una valoración de los aspectos señalados en la norma.

6.- LIMIA&MARTIN plantea que en relación con los distintos instrumentos recogidos en los artículos 8 a 15, se especifique su obligada elaboración a través de entidades acreditadas. A este respecto, se ha considerado suficiente y sistemáticamente más correcto recoger esta cuestión exclusivamente en el actual artículo 55.

7.- Se han presentado también alegaciones contrarias al establecimiento en el artículo 17 del anteproyecto, de una periodicidad de 5 años para los informes de suelo en las instalaciones sometidas a la normativa de prevención y control integrados de la contaminación (IPPC) –CONFEBASK, ACLIMA-.

En relación con esta cuestión, se ha tomado en consideración la circunstancia, que ya reconocen algunos alegantes, de que la Directiva 2010/75/UE, de 24 de noviembre sobre las emisiones industriales (prevención y control integrados de la contaminación) al establecer la periodicidad de los controles, si bien fija una periodicidad mínima de 10 años para suelo, fija esa periodicidad en 5 años para aguas subterráneas. Atendiendo a esta circunstancia y considerando que las medidas de control y seguimiento relativas a la calidad del suelo implican en la práctica seguimiento de las aguas subterráneas, se ha considerado conveniente unificar ambos plazos.

En relación con este mismo artículo y atendiendo la alegación presentada por el Ayuntamiento de Bilbao, se ha modificado la redacción del apartado primero del mismo, recogiendo los distintos órganos ambientales competentes.

Por último, en relación con este mismo artículo, EUDEL solicita que quede más claro que este nuevo requerimiento en el marco de la autorización o comunicación sustantiva debe realizarse a los meros efectos del recordatorio de una obligación legal. Debe indicarse al respecto que la Comunidad Autónoma tiene competencias para desarrollar y ejecutar la normativa estatal básica en materia de medio ambiente, y que, por tanto, se encuentra facultada para determinar el procedimiento que puede resultar más ágil para dar cumplimiento a las distintas obligaciones recogidas en la normativa sectorial correspondiente, intentando, asimismo, facilitar a las entidades obligadas dicho cumplimiento. 

8.- Las alegaciones presentadas tanto por EUDEL como por CONFEBASK, EHNE y URS, relativas a la aplicación práctica del principio de que quien contamina paga, recogida en el capítulo VI del anteproyecto, apuntan en direcciones aparentemente dispares. Se plantea así en las alegaciones recibidas que “las responsabilidades sobre el saneamiento de los suelos, que debieran corresponder al propietario o al poseedor, se desplazan al promotor que pretende instalarse en un suelo que ha soportado en el pasado actividades potencialmente contaminantes”. También se plantea al mismo tiempo que “el proyecto de ley puede obligar a las personas poseedoras o propietarias del suelo, aunque ellas no sean las causantes de la contaminación, a adoptar las medidas preventivas y de defensa, a adoptar las medidas de recuperación,…” 

En relación con esta cuestión, se considera que el proyecto parte indudablemente de la aplicación del principio de que quien contamina paga y así, además de recoger de forma expresa dicho principio en el articulado, se han modificado los artículos relativos a los distintos tipos de medidas –medidas preventivas y de defensa, de recuperación y de control y seguimiento - alterando el orden en los sujetos pasivos de la imposición de dichas medidas, recogido en los artículos 19, 20 y 21, de forma que quede claro que dichas medidas serán impuestas, en primera instancia a las personas titulares o responsables de las actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo. Con esta modificación se da respuesta asimismo a la alegación realizada por el Ayuntamiento de Bilbao respecto al artículo. 21
9.- EUDEL plantea también en su alegación a los artículos 19 y 21 su postura contraria a que se recojan en los informes de medidas correctoras que el órgano ambiental realiza en el marco de las licencias de actividades clasificadas, las medidas preventivas y de defensa y de control y seguimiento en relación con la protección del suelo. No se trata de una medida nueva que venga incorporada en el anteproyecto sino que supone una continuidad con respecto a la regulación vigente y un tratamiento en esta materia equiparable al que realiza el órgano ambiental en el resto de ámbitos de su competencia, en la medida en que todos ellos son recogidos en los informes de medidas correctoras y otras resoluciones que emite como las autorizaciones ambientales integradas, las declaraciones de impacto ambiental o las propias declaraciones de calidad del suelo .

10.- Atendiendo a la alegación planteada por URA, se ha modificado la formulación del artículo 23, recogiendo de forma expresa la obligación de informar a la administración hidráulica la detección de contaminación en aguas subterráneas.

11.- En relación con los supuestos que dan lugar al inicio del procedimiento de declaración de la calidad del suelo, recogidos en el artículo 24 del anteproyecto, se alega también por parte de EUDEL y CONFEBASK que para el supuesto de instalación o ampliación de la actividad no deben quedar dentro del mismo aquellas actuaciones en las que la actividad no vaya a desarrollarse en contacto directo con el suelo.

A este respecto, conviene tener en cuenta que, por una parte,  la definición de actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo, mediante la conjunción del artículo 2 y la definición de actividades que se desarrollan en contacto con el suelo, recogida en el art. 3.5 y, por otra,  la regulación del procedimiento de aptitud de uso del suelo, ya dan respuesta a la flexibilización de los procedimientos actuales que, sin renunciar a la necesaria protección del suelo.

El hecho de que la actividad vaya a desarrollarse sobre una solera de hormigón no se considera garantía suficiente de ausencia de riesgo de contaminación del suelo, cuando se trate de alguna de las actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo, recogidas en el Anexo del anteproyecto. En este sentido, la alegación que EUDEL realiza a la definición del concepto de “contacto con el suelo” no puede ser atendida.

Por otra parte, para los supuestos en los que la nueva actividad se vaya a implantar sobre un suelo que con anterioridad ha soportado una actividad industrial, se ha regulado el procedimiento de aptitud de uso del suelo, además del supuesto de exención recogido en el artículo 26 del anteproyecto, relativo a la ampliación de la actividad sobre la misma parcela.

No se atiende la alegación presentada por el Ayuntamiento de Bilbao respecto a que “no se considera implantación la actividad existente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/05”. Dado que ya han transcurrido 7 años desde la entrada en vigor de la Ley 1/2005, de 4 de febrero, se considera que no procede establecer un periodo transitorio para las instalaciones existentes.

12.- En cuanto al supuesto de indicios fundados de existencia de contaminación del suelo, regulado en la letra e) del artículo 24.1 y que EUDEL y CONFEBASK lo consideran subjetivo, conviene precisar que no se trata, de un supuesto nuevo, dado que el mismo ya se encuentra recogido en el art. 17. 6 de la ley vigente. Por otra parte, en cuanto a la exigencia de una mayor concreción, se considera que no procede la modificación del planteamiento recogido en el texto normativo; se trataría de un concepto jurídico indeterminado y tan sólo la aplicación práctica del mismo a cada uno de los supuestos concretos, permitirá identificar que nos encontramos o no ante la existencia de “indicios fundados” de la existencia de contaminación en el suelo.

13.- También plantea el Ayuntamiento de Bilbao la exclusión del procedimiento de declaración de calidad del suelo para las actividades de escasa incidencia ambiental “(talleres de coches con solado adecuado….), para facilitar nuevos usos sobre todo en lonjas bajo viviendas”. A este respecto, se ha modificado en el Anteproyecto la formulación del artículo 25, relativo a los supuestos de declaración de aptitud de uso del suelo. Así, teniendo en cuenta que el Anteproyecto en su Anexo III, a afectos de determinar el VIE-B aplicable, asimila los usos de oficinas y comercios al uso industrial, la nueva redacción del artículo 25 hace lo mismo para los supuestos de aplicación del procedimiento de aptitud de uso del suelo. De esta manera los supuestos que plantea el Ayuntamiento de Bilbao en su alegación estarían encuadrados entre aquellos a los que se les aplica el nuevo procedimiento más flexible.

14.- LITOCLEAN plantea en su alegación, en relación con el procedimiento de declaración de aptitud de uso del suelo, que no considera que el mismo deba admitirse para las actividades de potencial contaminante medio.

En relación con este mismo artículo LIMIA&MARTIN plantea por su parte la conveniencia de que en estos procedimientos, se obtenga previamente la declaración de calidad del suelo para todas las actividades con potencial contaminante alto desarrolladas con anterioridad en el emplazamiento.

A este respecto, se considera que uno de los motivos que ha impulsado la modificación de la regulación vigente en materia de suelos contaminados es el de la simplificación de los procedimientos, manteniendo siempre los suficientes estándares de protección ambiental y en esa línea se ha diseñado el nuevo procedimiento de aptitud de uso del suelo. Se considera que las alegaciones presentadas chocan con ese planteamiento.

15.- La relación de supuestos de exención de los procedimientos de declaración de calidad en materia de calidad del suelo, recogida en el artículo 26, ha sido revisada a la vista de parte de las alegaciones presentadas.

En relación con el supuesto de implantación de servicios generales, recogido en la letra a) del artículo 26.1 y atendiendo a la alegación presentada por CONFEBASK, se han recogido, junto con la implantación de instalaciones para servicios generales, la modificación de las mismas y, del mismo modo, junto con la ampliación de la actividad en la misma parcela, su modificación.

En relación con este mismo supuesto de implantación de servicios generales de luz, agua, etc, URA plantea que se recoja dentro del mismo, como actuaciones exentas del procedimiento de declaración de calidad del suelo, las obras de encauzamiento y lo hace amparándose en el interés público de estas obras. Dicha alegación no puede ser atendida, pues no es el interés público de las actuaciones lo que motiva su exención sino el limitado alcance de las mismas, lo reducido del volumen de tierra que se mueve y el hecho de que esta tierra permanece en el emplazamiento. Frente a este tipo de actuaciones, las de encauzamiento presentan volúmenes importantes de tierra movilizada e implican por naturaleza movilización de las tierras.

16.- En relación con el supuesto de ampliación de la actividad en la misma parcela, recogido en la letra b) del artículo 26.1, el Ayuntamiento de Bilbao plantea la conveniencia de que se admita también entre los supuestos de exención, aquellos en los que la ampliación se efectúa fuera de la parcela ocupada por la actividad, pero dentro de la misma parcela inventariada.

La parcela ocupada por la actividad y la parcela inventariada suelen ser coincidentes, puesto que la segunda se fundamenta en la primera, y en este sentido, se eximen las ampliaciones porque no parece lógico que se lleve a cabo un procedimiento de declaración de calidad del suelo de carácter parcial en la parcela inventariada sobre la que se ubica la actividad.

Por el contrario, si se trata de una ampliación de una actividad en una parcela inventariada como consecuencia de una actividad potencialmente contaminante del suelo distinta de la actividad que es objeto de ampliación debe realizarse una investigación conforme a lo que se establece en la norma. 
También parece plantear el Ayuntamiento, la conveniencia de que se admita en este supuesto de exención, las ampliaciones que afecten a actividades o instalaciones no contaminantes del suelo. Y en este sentido se manifiesta asimismo LIMIA&MARTIN

En relación con esta cuestión debe indicarse que no procede acordar la exención de la ampliación de actividades o instalaciones no contaminantes del suelo, puesto que lo relevante para determinar el inicio del procedimiento no es el tipo de actividad sino si en el emplazamiento se ha desarrollado o no una actividad potencialmente contaminante del suelo.

17.- Atendiendo a la alegación presentada por EUDEL y CONFEBASK se ha modificado la redacción del apartado 2 del artículo 26, sustituyendo el concepto de “instalaciones temporales” por el de “instalaciones provisionales”, dado que es éste el concepto que utiliza la normativa urbanística que regula el régimen de los “usos provisionales”.

A este respecto, el Ayuntamiento de Bilbao plantea en su alegación la conveniencia de establecer unos criterios básicos para considerar las instalaciones como temporales. No se considera procedente dicha inclusión, ya que deberá ser en cada caso la regulación urbanística la que establezca estos parámetros.

18.- Sobre este mismo artículo, EUDEL y CONFEBASK plantean también dudas sobre el supuesto, recogido en el apartado 3, de mantenimiento de la validez de una declaración previa. En relación con la alegación que presentan, conviene manifestar que para que proceda esta revisión de una declaración previa, se debe dar alguno de los supuestos que exigen el inicio del procedimiento de declaración de calidad del suelo establecidos en el artículo 24. Será siempre sobre la base de que estemos en alguno de estos supuestos, sobre la que se deberá solicitar en su caso la exención por mantenimiento de la validez de la previa declaración. En modo alguno se plantea una revisión de oficio permanente de las declaraciones realizadas cuando no se dan los supuestos que exigen el inicio de un nuevo procedimiento. El objeto que se persigue con esta intervención del órgano ambiental es comprobar que no se ha desarrollado ninguna actividad o se ha implantado ninguna instalación potencialmente contaminante del suelo sobre el emplazamiento desde que se emitió la declaración de calidad del suelo sobre cuya vigencia se consulta al órgano ambiental.

19.- Se ha recogido además como apartado 4 del artículo 26, un nuevo supuesto, para dar respuesta a aquellos casos de indicios fundados de contaminación, en los que la necesaria urgencia en la adopción de medidas de recuperación, aconseja la exención del procedimiento.
20.- EUDEL  plantea en relación con el artículo 27 que la nulidad de las licencias municipales que se emitan sin previa declaración de calidad del suelo cuando esta sea preceptiva impiden la actuación municipal, y que aunque esta medida extraordinaria se fundamenta en una razón de imperioso interés general no parece que resulte proporcionada. Añade que del artículo 37 se deduce un extraños régimen de nulidad, puesto que si transcurren los plazos previstos en la norma y se puede continuar con la tramitación correspondiente quedarían convalidada la posible nulidad.

En relación con esta cuestión debe indicarse que hay otras normativas sectoriales que impiden la actuación municipal, como puede ser la normativa de evaluación de impacto ambiental de proyectos que somete a previa declaración de impacto ambiental, preceptiva y vinculante, la concesión de las licencias municipales cuando sea este el procedimiento sustantivo en el que debe sustanciarse aquélla se  considera, por tanto, que el interés general que se persigue con la medida que no es otro que evitar que se lleven a cabo actuaciones sin adoptar medidas de protección del medio ambiente y de la salud de las personas, merece que se prevea la nulidad de las licencias.

Por otro lado, se ha eliminado del artículo 27 el término “expreso” a fin de adecuar el régimen del silencio positivo con la nulidad de las licencias.

21.- La Diputación Foral de Bizkaia, solicita que se determine en el artículo 28 en plazo para dar respuesta a la solicitud de consulta en información previa. A este respecto, se ha considerado que no procede recoger un plazo para ello, por considerar que no se trata en realidad de un trámite de obligado cumplimiento y su sustanciación no es necesaria para el administrado. En todo caso, resultaría aplicable el plazo establecido con carácter general en la LRJAPAC

22.- Atendiendo a la alegación presentada por BASOINSA, se ha modificado la determinación del inicio del procedimiento de declaración de calidad del suelo en el caso de actuaciones de movimientos de tierras, incluyéndose un apartado específico, como artículo 31.2
23.- En relación asimismo con este artículo, el Ayuntamiento de Bilbao plantea en su alegación una redacción alternativa para los casos en los que se den  circunstancias que impidan llevar a cabo las investigaciones de la calidad del suelo.

A este respecto debe indicarse que dicha propuesta no puede ser tomada en consideración porque contraviene uno de los principios de la norma en cuanto que la misma persigue la conveniencia de conocer desde el momento más próximo posible la existencia de suelos que están afectados por actividades potencialmente contaminantes del suelo, y la toma de decisiones con base a ese conocimiento.

24.- En respuesta a la alegación que también plantea BASOINSA, en relación con el artículo 32,  sobre la existencia o no de investigación detallada en los supuestos en los que existe un plan de excavación selectiva, procede aclarar que, tal y como recoge el art. 32.2, en su segundo párrafo, lo que sustituye el plan de excavación selectiva es al análisis de riesgos, pero ambos forman parte de la investigación detallada, que es preceptiva por tanto en ambos supuestos.

También en relación con este apartado URS propone sustituir el término “debiendo” por el término “pudiendo” a fin de evitar que se priorice la excavación, pero no procede adoptar dicha modificación, puesto que no parece adecuado que en un supuesto en el que se vaya a realizar una excavación, -que es el supuesto que contempla el apartado 2 del artículo 32-, se obligue a la persona promotora del procedimiento a realizar un análisis de riesgos sobre unas tierras que no son las que se quedan en el emplazamiento.

25.- En relación con la solicitud de informes sectoriales en el procedimiento de declaración de calidad del suelo, regulado en el artículo 33, y, en general con todo el procedimiento, el Departamento de Sanidad plantea la necesidad de una mayor participación en el procedimiento y una participación previa al análisis de riesgos, figura ésta que considera como una novedad del anteproyecto.

A este respecto, procede aclarar que el análisis de riesgos está ya recogido en el procedimiento regulado en la vigente ley y que se trata de un instrumento prediseñado que se utiliza en el procedimiento para valorar la existencia de riesgo, pero no es una valoración que realice el órgano ambiental directamente. El Departamento de Sanidad colaboró además en su momento con la Viceconsejería de Medio Ambiente en el diseño de dicho instrumento.
Atendiendo a su alegación se ha modificado la referencia a los expedientes en los que se solicita su informe, que serían, además de en los que el análisis de riesgos concluya que existe un riesgo inaceptable, aquellos en los que se supere en más de 100 veces los valores indicativos de evaluación B, VIE-B.

26.- URA también plantea una modificación en relación con el mismo artículo 33, en cuanto a los supuestos en los que se solicita su informe, y solicita que el mismo sea recabado en los casos con afección directa y/o afección derivada de la migración del agua subterránea contaminada, como consecuencia de la contaminación de un suelo, a los emplazamientos de interés hidrogeológico, al propio dominio público hidráulico y marítimo-terrestre y a las diferentes zonas del Registro de Zonas Protegidas de los Planes Hidrológicos.

En relación con esta cuestión, desde la entrada en vigor de la Ley 1/2005 de 4 de febrero se ha intentado establecer un protocolo que determine los supuestos en los que realmente la intervención de URA puede resultar relevante y necesaria para el diseño de las medidas de recuperación, y con este objetivo funciona un grupo de trabajo en el que participan técnicos de esta Viceconsejería, de IHOBE y de URA. En este sentido, se considera que resulta adecuado en este momento esperar a conocer los resultados que obtenga dicho grupo de trabajo.

Respecto a las resoluciones sobre calidad del suelo o autorización de la excavación, atendiendo a las observaciones realizadas por URS en relación con los artículos 34 y 36, se ha introducido un nuevo artículo que contempla el contenido que debe recoger la resolución que autoriza el plan de recuperación.

27.- Varias alegaciones – EUDEL y CONFEBASK, fundamentalmente, y también la Diputación Foral de Bizkaia para los procedimientos de aprobación de planes de excavación selectiva- plantean que consideran excesivos los plazos de resolución de los procedimientos establecidos en los artículos 38, 41 y 43.
A este respecto, se ha realizado un importante esfuerzo de simplificación de procedimientos y de ajuste de plazos de resolución, recogiendo incluso para aquellos casos en los que se ha considerado posible la comunicación previa, sin resolución expresa del órgano ambiental (ej. Art. 42). No se considera factible sin embargo reducir en mayor medida los plazos establecidos en el anteproyecto, dado que en estos procedimientos deben darse en ocasiones trámites de informes sectoriales y de participación pública.

Asimismo, debe señalarse que los procedimientos de declaración de calidad del suelo no impiden que se sustancien los procedimientos en materia de actividades clasificadas, lo que se declara nulo es la concesión de la licencia, por lo que resulta posible la tramitación paralela de los procedimientos y así evitar dilaciones innecesarias.

28.- El Ayuntamiento de Bilbao plantea que resultaría recomendable recoger en los actuales artículos 38 y 41 mecanismos de colaboración interinstitucional, de forma que los Ayuntamientos tengan conocimiento de la finalización de los plazos de resolución.

A este respecto, se considera la previsión recogida en el artículo 23.4, que obliga al órgano ambiental a comunicar a los ayuntamientos el inicio de los procedimientos es cautela suficiente para permitir a los ayuntamientos realizar el seguimiento de los expedientes de su término municipal.

En relación con el artículo 38, BASOINSA plantea que el anteproyecto establezca las consecuencias de la caducidad de los expedientes. No se atiende dicha alegación por tratarse de una materia sobre la que la administración del Estado tiene competencia exclusiva. Resultaría en todo caso de aplicación la LRJAPAC.

29.- En relación con el procedimiento de exención regulado en el artículo 43, plantea LIMIA&MARTIN en su alegación que en los casos de movimiento de tierras, se deba presentar siempre “informe final, elaborado por una entidad acreditada, que acredite la correcta reutilización o gestión de los materiales excavados”.

A este respecto, se considera suficiente la previsión recogida ahora en el artículo 44 que exige tan solo cuando se superan los 500m3 de tierra excavada la aprobación de un plan de excavación selectiva.
30.- CONFEBASK expone su opinión contraria a la exigencia contenida en el artículo 44, de realizar las excavaciones de conformidad con un plan de excavación selectiva, cuando el volumen de la tierra a excavar supera los 500 m3 y propone subir ese umbral a los 1000 m3.

También plantea LIMIA&MARTIN en relación con este artículo que la exigencia de plan de excavación selectiva no debe venir asociada tan solo al volumen de tierra excavada sino que debe también exigirse ante la existencia de contaminantes en el suelo excavado.

Se considera adecuado desde el punto de vista de la garantía de la protección del medio ambiente mantener el actual umbral de 500 m3. Por otro lado, se considera que el plazo de un año señalado en el Anteproyecto para el pronunciamiento del órgano ambiental resulta razonable en este tipo de actuaciones.

En relación con la cuestión planteada por LIMIA&MARTIN debe indicarse que el Anteproyecto persigue obtener un alto grado de objetividad en su aplicación, y que los posibles supuestos de contaminación por sustancias peligrosas siempre se pueden acometer a través de la adopción de medidas cautelares.

31.- En relación con los niveles a alcanzar con las medidas de recuperación de suelos contaminados y alterados, establecidas en los artículos 45 y 46, la Diputación Foral de Bizkaia plantea las dificultades para determinar los niveles que deben ser alcanzados cuando la contaminación afecta a las aguas subterráneas

A este respecto, el propio texto normativo recoge ahora de forma expresa en su artículo 3.6 que la competencia para el establecimiento de dichos niveles corresponde a la Administración hidráulica.

En relación con estos mismos aspectos, LITOCLEAN plantea la conveniencia de establecer niveles de recuperación del suelo basados en el riesgo específico asociado a cada lugar.

A este respecto, señalar que para los supuestos de contaminación posterior a la entrada en vigor de la Ley 3/1998, de 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco, ya se recogen en la norma vigente objetivos más estrictos de recuperación, sin que se considere necesario modificar este aspecto.

32.- Tal y como se ha indicado anteriormente en este informe, diversas alegaciones plantean su disconformidad a la aplicación práctica que el anteproyecto realiza del principio de que “quien contamina paga”. Para evitar interpretaciones incorrectas, dicho principio ha sido recogido en el artículo 4 del anteproyecto y se ha modificado la formulación de los artículos 19, 20 y 21.

EHNE plantea, en relación con la identidad de las personas responsables de adoptar las medidas de recuperación, que del Anteproyecto parece deducirse que se puede obligar a las personas poseedoras o propietarias, aunque no sean causantes de la contaminación, a adoptar medidas preventivas y de defensa, medidas de recuperación o medidas de control y seguimiento, y en este marco, solicita que se adecue a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados. Añade que la recuperación debe realizarse sobre el total del volumen del suelo contaminado o alterado, incluidas las aguas superficiales y subterráneas afectadas.

EUDEL señala, en relación con la obligación de recuperación (artículo 43), que parece que las intervenciones derivadas del cambio de calificación y los sobrecostes de excavación derivados de la gestión de residuos recaigan sobre las entidades que promueven esos nuevos usos. Y en este sentido, propone añadir dos párrafos a los apartados 1 y 3 del citado artículo. 

En relación con estas cuestiones debe indicarse que tal como realiza en la actualidad la norma vigente, en materia de responsabilidad para adoptar las medidas de recuperación, el Anteproyecto se atiene a lo dispuesto en la normativa básica, esto es, la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y en este sentido, la citada responsabilidad recae sobre el causante en primer lugar. También debe indicarse que los instrumentos para conocer la posible contaminación de un emplazamiento no se limitan a una parcela registral concreta sino al lugar sobre la que se pudiera estar llevando a cabo la actividad, incluido aquél que pudiera haber sido afectado por aquélla como consecuencia de una transmisión de la contaminación. Además, debe recordarse que también se realizan análisis de posibles afecciones a las aguas, imponiendo, en su caso, las medidas que resulten necesarias para la protección de las aguas.

Ahora bien, partiendo del principio “de quien contamina paga”, se ha considerado necesario dejar claro en el texto normativo que la obligación de las medidas de recuperación que se imponen al causante no siempre alcanza hasta el total de la recuperación que se exige al emplazamiento. Sucede en ocasiones que el nuevo uso que pretende darse al suelo es el que exige unas medidas de recuperación más exigentes que las que se exigirían si no se diese tal circunstancia. En estos casos, la obligación de la adopción de las medidas de recuperación es compartida.

Esta es la justificación del apartado 3 del artículo 48, que ha sido ahora completado con un nuevo apartado 4. Este apartado 4 recoge de forma expresa el principio de la normativa básica estatal  que el Departamento consideraba implícito en su regulación, pero que ahora, para evitar equívocos, se incorpora al texto con la siguiente formulación:

“3.- No obstante, el órgano ambiental podrá imponer a la persona promotora de la actuación que motiva el inicio del procedimiento de declaración de calidad del suelo la obligación de adoptar las medidas de recuperación de suelos contaminados o alterados cuando la necesidad de adoptar éstas derive de las funciones propias del nuevo uso al que vaya a estar destinado el suelo. Esta obligación podrá también ser impuesta de forma solidaria a la persona física o jurídica causante de dicha contaminación y a la persona promotora de la actuación que motiva el inicio del procedimiento de declaración de calidad.

4.- La recuperación de los costes de descontaminación no podrá exigirse al causante por encima de los niveles de contaminación asociados al uso del suelo en el momento en el que se produjo la contaminación por éste.”

33.- En relación con el actual artículo 50, EUDEL plantea en su escrito de alegaciones la necesidad de dar una mayor publicidad a la resolución que acredita la recuperación del suelo. Teniendo en cuenta que el proyecto recoge expresamente en el mismo artículo que la resolución se inscribe en el Registro administrativo de la calidad del suelo y que se solicita la cancelación de la nota marginal en el Registro de la Propiedad, se considera que esta cuestión está adecuadamente tratada.

34.- EUDEL plantea asimismo las distorsiones que la gestión del Inventario de suelos con actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo, regulado en el artículo 52 del Anteproyecto, provoca en la gestión municipal.

A este respecto, indicar que las obligaciones recogidas en la ley no derivan de la inclusión de un determinado emplazamiento en el inventario, sino de la existencia sobre el suelo de actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo.

Partiendo de esta consideración, se ha planteado la modificación de la redacción del artículo relativo al inventario, de forma tal que se permita su actualización permanente y, además de ello, una revisión sistemática cada tres años.

35.- LITOCLEAN plantea en su escrito de alegaciones su opinión contraria al establecimiento de la tasa por el procedimiento de declaración de calidad del suelo, recogida en el artículo 59.

A este respecto, se ha realizado una reflexión en torno a los gastos que genera la tramitación de los expedientes administrativos ambientales y se considera que resulta necesario trasladar a las personas físicas o jurídicas que requieren la intervención del órgano ambiental parte de los mencionados costes.
36.- En atención a la alegación presentada por la misma entidad, se ha modificado la redacción del hecho imponible recogido en el apartado 4 del artículo 59, relativo a las modificaciones de acreditaciones a entidades, dado que no se considera adecuado cobrar por aquellos expedientes en los que el trabajo administrativo no es relevante en comparación con aquellos otros en los que sí lo es. Por ello, este supuesto ha quedado limitado a aquellas modificaciones motivadas por la ampliación del alcance de la acreditación y/o de los jefes de proyecto y analistas de riesgos cuya capacitación no ha sido previamente valorada.

37.- Atendiendo a la alegación presentada por URS, se ha eliminado la tasa por consultas previas, recogida antes en el apartado 6.

38.- En relación con esta misma regulación de las tasas, EUDEL plantea que se debiera establecer la exención a los ayuntamientos en el cobro de estas tasas.

A este respecto, se considera aplicable el principio de reciprocidad establecido en la ley de tasas
, por lo que no existiendo tasa equiparable, no procede la exención.

39.- LIMIA&MARTIN plantea, en relación con el actual artículo 63.3, que la gravedad de la infracción no debería estar asociada a la realización del análisis de riesgos sino a que de éste hubiera concluido la inexistencia de un riesgo inaceptable.

A este respecto, no se considera adecuado este planteamiento, pues el texto pretende establecer de una forma objetiva la consideración de la gravedad o no de la infracción.

40.- Se han recibido también alegaciones respecto a la relación de actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo recogida en el Anexo I. En concreto, EUDEL plantea que la relación de actividades debe hacer referencia no a la tipología de actividades sino a las materias que utilizan y los residuos que generan. Plantea también la necesidad de que dicha relación sea congruente con la relación de actividades sometidas a licencia de actividad clasificada. Por su parte, CONFEBASK considera que el Anexo necesita una mayor precisión.

A este respecto, el proyecto presentado se ve limitado por la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo aprobada por la Administración del Estado con carácter de legislación básica y que plantea una relación basada en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas.

41.- En relación con este mismo Anexo, EHNE hace referencia a la identificación de las actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo mediante el CNAE-93, revisión 1, en lugar del CNAE-2009, aprobado por el Real Decreto 475/2007, de 13 de abril.

A este respecto, las razones que justifican esta opción del proyecto vienen indicadas de forma somera en la parte expositiva del anteproyecto. Teniendo en cuenta que la identificación de las actividades potencialmente contaminantes del suelo viene recogida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, con carácter de legislación básica y que el Estado no ha procedido a su actualización, la CAPV se ve limitada por dicha normativa, en la que la referencia a las actividades e instalaciones se hace por referencia a la Clasificación Nacional de Actividades Económicas del año 1993, actualizada en el año 2003. Puesto que la Disposición Adicional Segunda habilita al Gobierno para la actualización de los anexos de la Ley, se procederá mediante Decreto a su adaptación en cuanto la Administración central proceda a la aprobación de un nuevo listado de actividades potencialmente contaminantes del suelo, adaptado al CNAE en vigor.

42.- LITOCLEAN plantea por su parte, en relación con el mismo Anexo I, su opinión contraria a la eliminación de la actividad de defensa. En relación con esta cuestión se ha valorado la conveniencia de no reiterar un conflicto competencial que surgió con la vigente Ley 1/2005 y que motivo un recurso de la Administración del Estado ante el Tribunal Constitucional.

La Dirección de salud Pública plantea en su alegación la necesidad de subsanar una referencia normativa recogida en el Anexo I. No se considera sin embargo necesario hacerlo por tratarse de una norma modificativa que se integra en la que viene recogida en el texto normativo.

43.- Se han presentado asimismo alegaciones relativas al listado de VIE-B asociado a ecosistemas. Estas alegaciones han estado motivadas por un error que se cometió en los primeros envíos de los trámites de audiencia y consultas, pero que ya fue subsanado en el marco de dichos trámites.

44.- Por último, el Departamento de Sanidad plantea en su alegación la conveniencia de recabar en el marco de la tramitación del anteproyecto el informe de la Comisión Consultiva de Consumo. A estos efectos, se remitió el expediente a Kontsumobide, que informo favorablemente el anteproyecto.

45.- Otros aspectos de redacción y de mejor sistematización del texto del anteproyecto han sido modificados en atención a las detalladas alegaciones realizadas por las entidades acreditadas, que no merecen por su carácter eminentemente técnico y preciso una valoración individualizada en este informe, pero que han supuesto una mejora considerable al articulado del anteproyecto.

Así, entre otras cuestiones, se ha modificado la definición de riesgo contenida en el artículo 3.7 en términos de protección de los ecosistemas o el alcance del estudio de alternativas, establecido en el artículo 13.

ANEXO II

INFORME DE RESPUESTA A LAS OBSERVACIONES DEL DICTAMEN EMITIDO POR EL CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL.

Con fecha 18 de junio de 2012, una vez modificado el texto en base a las alegaciones recibidas, se solicitó el Dictamen del Consejo Económico y Social.
Dicho Dictamen, emitido con fecha 18 de julio del mismo año, comienza valorando positivamente el Anteproyecto de Ley, pero plantea sin embargo una serie de consideraciones en cuanto al texto remitido. 

Parte de las cuestiones que se plantean en el Dictamen, se corresponden con cuestiones que reiteran lo que las Administraciones y entidades consultadas en los trámites de audiencia, consultas e información pública habían alegado. Se va a proceder no obstante a contestar la totalidad de las consideraciones realizadas en el Dictamen.
a) Se plantea que “los apartados del anteproyecto de ley relativos a las responsabilidades en la adopción de medidas de recuperación de suelos contaminados y alterados no abordan con claridad la aplicación práctica del principio de quien contamina paga”

A este respecto, el informe de respuesta a las alegaciones justifica de forma clara la postura de la Administración en esta materia en los siguientes términos:

“En relación con estas cuestiones debe indicarse que tal como realiza en la actualidad la norma vigente, en materia de responsabilidad para adoptar las medidas de recuperación, el Anteproyecto se atiene a lo dispuesto en la normativa básica, esto es, la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y en este sentido, la citada responsabilidad recae sobre el causante en primer lugar. También debe indicarse que los instrumentos para conocer la posible contaminación de un emplazamiento no se limitan a una parcela registral concreta sino al lugar sobre la que se pudiera estar llevando a cabo la actividad, incluido aquél que pudiera haber sido afectado por aquélla como consecuencia de una transmisión de la contaminación. 

Además, debe recordarse que también se realizan análisis de posibles afecciones a las aguas, imponiendo, en su caso, las medidas que resulten necesarias para la protección de las aguas.

Ahora bien, partiendo del principio “de quien contamina paga”, se ha considerado necesario dejar claro en el texto normativo que la obligación de las medidas de recuperación que se imponen al causante no siempre alcanza hasta el total de la recuperación que se exige al emplazamiento. Sucede en ocasiones que el nuevo uso que pretende darse al suelo es el que exige unas medidas de recuperación más exigentes que las que se exigirían si no se diese tal circunstancia. En estos casos, la obligación de la adopción de las medidas de recuperación es compartida.”

b) También plantea el Dictamen que “debiera de hacerse un esfuerzo mayor en la agilización de los trámites para la obtención de las resoluciones de los procedimientos de declaración del suelo.”

En relación con esta cuestión, se considera que se ha realizado un análisis exhaustivo del procedimiento de declaración de calidad del suelo regulado en la Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo, y que fruto de ese análisis se ha materializado un texto que refleja el importante esfuerzo llevado a cabo en orden a simplificar la intervención administrativa en esta materia, pero sin poder obviar que el interés público que se protege, esto es, la calidad del suelo, requiere en algunas ocasiones de dicha intervención. 

c) Indica, asimismo, el Dictamen que “La exposición de motivos del anteproyecto declara el mantenimiento estricto de los estándares ambientales sin que la modificación implique en modo alguno un menoscabo de los mismos. No obstante se observan apartados en los que estos estándares se ven incluso superados mediante la incorporación de criterios más exigentes que los recogidos en las Directivas comunitarias de residuos y la normativa estatal básica de suelos contaminados”. 

El Anteproyecto de Ley que se tramita es similar al texto actualmente vigente, en cuanto que se determinan los valores indicativos de evaluación que deben alcanzarse, sin que se introduzcan valores más estrictos a los que ya resultan de aplicación.

d) Finalmente, y en lo que se refiere a las observaciones de carácter general, el Dictamen señala que no quedan suficientemente reguladas las medidas cautelares reguladas en el artículo 22 en lo que se refiere a detallar el contenido de los intereses a proteger mediante las citadas medidas cautelares y que son la protección de la salud humana y la protección del medio ambiente, y los convenios de colaboración regulados en el artículo 48 por cuanto se han eliminado algunos requisitos que se deberían seguir manteniendo.

Se considera que no solo el objeto de las medidas cautelares previstas en el artículo 22 del Anteproyecto de Ley, sino el conjunto de las previsiones contempladas en el mismo tiene por objeto la protección de la salud humana y el medio ambiente, por lo que no procede realizar precisión alguna al respecto.

En relación con los convenios de colaboración, que ahora se preven en el artículo 42.6 del texto, debe recordarse que dicha figura se encuentra regulada en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin que resulte necesario introducir en el Anteproyecto extremo adicional alguno.

Posteriormente el Dictamen emitido por el Consejo Económico y Social procede a realizar algunas consideraciones específicas del articulado del Anteproyecto, en concreto, las siguientes:

a) Artículo 2.Ámbito de aplicación. 

Se recomienda añadir una disposición que recoja el ámbito de aplicación de la nueva ley y que se configuraría como un artículo 2. Su tenor podría ser “la presente ley será de aplicación a los suelos ubicados en la CAV sobre los que se desarrolle o se haya desarrollado una actividad potencialmente contaminante o en aquellos suelos que pudieran haber sido afectados indirectamente por dicha actividad”.

El objeto del Anteproyecto de ley es la protección del suelo de la Comunidad Autónoma previniendo la alteración de sus características químicas derivadas de acciones de origen antrópico. El ámbito de la norma no se reduce a los suelos que soportan o han soportado una actividad potencialmente contaminante del suelo, sino todo el territorio, a fin de evitar que la implantación de una actividad en cualquier suelo pueda ocasionar su contaminación.

b) Artículo 9. Informes de situación del suelo

Se recomienda añadir en el apartado 3 del artículo además del alcance y contenidos, la periodicidad.

Atendiendo a la alegación presentada se ha introducido en el artículo correspondiente a los informes de situación del suelo (ahora artículo 8), que se establecerán reglamentariamente alcances, contenidos y periodicidades distintos para los informes de situación del suelo que deban presentarse. Se ha previsto, además,  que en dicha regulación se determinarán beneficios administrativos en los casos de organizaciones inscritas en el Registro Europeo EMAS. 

En todo caso, debe recordarse que para las instalaciones que se encuentran sometidas a la normativa de prevención y control integrados de la contaminación, la periodicidad se especifica en el texto del anteproyecto (ahora artículo 16.2) como consecuencia de las previsiones contempladas en la Directiva 2010/75/UE sobre las emisiones industriales.
c) Artículo 12. Análisis de riesgos

Se propone añadir en su apartado 2 “así como la concentración, toxicidad y exposición de las sustancias.”

Se trata de una cuestión especifica que no procede recoger expresamente en una norma con rango de Ley, estimándose, más adecuado, que dichas cuestiones se determinen reglamentariamente, tal y como prevé el nuevo artículo 11 en su apartado 3º. 

d) Artículo 14. Plan de excavación selectiva

En su apartado 3 se recomiendan las siguientes adiciones:

“b) metodología y técnicas de excavación

g) Plan de seguridad y salud”
Por la trascendencia del tema se entiende oportuno efectuar las especificaciones propuestas sin que queden relegadas al futuro desarrollo reglamentario.

El apartado 3 del artículo 14 (ahora artículo 13) ha sido eliminado al considerar que estas cuestiones relacionadas con el contenido de los instrumentos para conocer la calidad del suelo es una cuestión de detalle y de carácter eminentemente técnico que resulta más adecuado regular por vía reglamentaria. En todo caso, la aportación será tenida en consideración para la elaboración de dicha normativa de desarrollo.

e) Artículo 16. Protección del suelo

Se propone introducir a las personas concesionarias de bienes de dominio público entre las personas que tienen el deber de conocer y controlar la calidad del suelo, así como de adoptar medidas preventivas, de defensa, recuperación y de control y seguimiento, en los casos que determine la ley.

No procede aceptar la propuesta realizada (ahora artículo 15) por el Consejo Económico y  Social en cuanto que las personas concesionarias no dejan de ser poseedoras del suelo, y por tanto, obligadas a dar cumplimiento a lo que establece el Anteproyecto de Ley en materia de protección del suelo.

f) Artículo 17. Periodicidad de los informes de suelos

Se sugiere incrementar la periodicidad del plazo de presentación de informes de situación de suelo pasando de los cinco recogidos en la disposición a diez, y ello porque la Directiva 2010/75/UE sobre las emisiones industriales precisa que tal control se efectuará como mínimo cada 5 años en el caso de aguas subterráneas, estableciendo la periodicidad en 10 años a menos que dicho control se basa en una evaluación sistemática del riesgo de contaminación.

En relación con esta cuestión, debe indicarse que la misma fue objeto de análisis a la vista del contenido de algunos de los escritos de alegaciones recibidos en el trámite de información pública, y que aún así se consideró necesario mantener puesto que las medidas de control y seguimiento relativas a la calidad del suelo implican en la práctica el seguimiento de las aguas subterráneas, estimando conveniente unificar ambos plazos.
g) Artículo 18. Transmisión de suelo.

Se propone incorporar “y este hecho se hará constar en el Registro de la Propiedad mediante nota marginal”, y ello aunque se señala que dicho extremo queda reflajado en una disposición posterior de la propuesta.

Se considera sistemáticamente más correcto recoger esta cuestión exclusivamente en el artículo 28 del Anteproyecto de Ley.

h) Artículo 24. Supuestos de declaración de la calidad del suelo

En relación con el supuesto contemplado en el artículo a) de la norma, el Consejo entiende que no debieran recibir igual tratamiento los supuestos de utilización en los que va existir un contacto físico con el suelo potencialmente contaminado con aquellos otros donde tal contacto no va a producirse, por ejemplo, cuando la nueva actividad va a desarrollarse sobre soleras de hormigón o pabellones que no es necesario renovar. En este sentido, se propone la siguiente adición a este apartado “salvo que no esté en contacto con el suelo”.

Esta cuestión fue objeto de estudio como consecuencia de los escritos de alegaciones presentados por EUDEL y CONFEBASK, por lo que únicamente cabe reiterar lo ya señalado en el informe de respuesta a las alegaciones, en concreto, que se debe tener en cuenta, por un lado la definición de actividades e instalaciones potencialmente contaminantes del suelo y la definición de actividades que se desarrollan en contacto con el suelo, y por otro la regulación del procedimiento de aptitud de uso del suelo que ya dan respuesta a una mayor simplificación de los procedimientos actuales. El hecho de que la actividad vaya a desarrollarse sobre una solera de hormigón no se considera garantía suficiente de ausencia de riesgo de contaminación del suelo cuando se trata de alguna de las actividades recogidas en el Anexo I del texto.

En lo que se refiere al supuesto relativo a la existencia de indicios fundados de la existencia de sustancias contaminantes en el suelo, se estima necesario dotar a esta disposición de una mayor precisión sobre cuáles son o pueden ser tales indicios fundados.

También esta cuestión se analizó a la vista de las alegaciones presentadas durante el trámite de información pública, y debe señalarse que no procede una mayor concreción puesto que sólo la aplicación práctica permitirá identificar si nos encontramos o no ante la existencia de indicios fundados en los términos señalados en el supuesto. 

No obstante, dicho apartado ha sufrido una modificación para vincular dichos indicios a la existencia de un riesgo, y ha quedado redactado como sigue (artículo 23.1.e): Indicios fundados de la existencia de sustancias contaminantes en el suelo en concentraciones que puedan suponer un riesgo.

i) Artículo 26. Supuestos de excepción de los procedimientos de declaración en materia de calidad del suelo.

Dada la exceptuación de la ampliación de una actividad o instalación se propone que tendría cabida, completando así la ampliación de la actividad, la “optimización” o “modificación” de las infraestructuras actuales de los procesos.

En relación con este apartado (ahora del artículo 25), el mismo fue objeto de modificación atendiendo a la alegación presentada por CONFEBASK, recogiéndose, junto con la implantación de instalaciones para servicios generales, la modificación de las mismas y junto con la ampliación de la actividad en la misma parcela, su modificación. En este ,marco, se considera que el término modificación es más amplio que el término optimización, puesto que no toda modificación puede encaminarse irremediablemente a una optimización de los procesos, por lo que no procede atender la propuesta realizada por el Consejo Económico y Social Vasco.
j) Artículo 37. Contenido de la resolución que autoriza la excavación.

Se propone añadir en su apartado c) “en el supuesto de traslado de los materiales excavados a vertedero, se estará a lo establecido en la normativa sectorial.” 
Este artículo, junto con aquellos referidos al contenido de las distintas resoluciones a emitir por el órgano ambiental en el marco de los procedimientos regulados en el Anteproyecto de Ley, ha sido eliminado del texto por considerar que tenía un marcado carácter reglamentista.

k) Artículos 41 y 42. Procedimiento de exención de declaración de calidad o aptitud del uso del suelo.

Se propone incrementar en el apartado 3 del artículo 41 el volumen de material objeto de excavación sometido a intervención del órgano ambiental de 500 m3 a 10000 m3.

Igualmente se propone reducir el plazo previsto en el artículo 42 de un mes a 15 días, manteniéndose el carácter positivo del silencio administrativo.

Este aspecto fue objeto de estudio a la vista de las alegaciones presentadas con anterioridad, y este órgano consideró adecuado desde el punto de vista de la garantía de la protección del medio ambiente mantener el umbral de 500 m3.
No obstante, una reflexión posterior ha puesto de manifiesto que recoger el volumen de excavación de forma explicita en una norma con rango de ley resulta demasiado reglamentista, así que se ha introducido en el artículo 25, relativo a los supuestos de exención, un apartado que habilita a fijar reglamentariamente los umbrales que requerirán la presentación de un plan de excavación selectiva.
Se ha realizado un importante esfuerzo de simplificación de procedimientos y ajuste de plazos de resolución, sin que se considere factible reducir en mayor medida puesto que en ocasiones pueden resultar necesarios informes sectoriales.
l) Artículo 48. Personas físicas o jurídicas obligadas a adoptar las medidas de recuperación.

Se recomienda introducir en el párrafo 1 del apartado 7 lo siguiente: “Los convenios deberán contemplar, en cualquier caso, la forma y plazos de ejecución de las operaciones de limpieza y recuperación.”
Se indica en el Dictamen que como no existe una remisión reglamentaria al contenido mínimo de los convenios, se propone introducir unos contenidos mínimos considerados esenciales. Así se recomienda añadir en el párrafo 2 del citado apartado que:

“Los acuerdos voluntarios contendrán, al menos, los siguientes aspectos:

· Alcance de las operaciones de limpieza y recuperación a realizar

· Obligaciones asumidas por cada uno de los responsables de dichas operaciones

· Plazo de ejecución de las operaciones

· Presupuesto y fuentes de financiación”
En relación con esta cuestión, que se encuentra en el artículo 42 del anteproyecto actual, únicamente cabe reiterar lo anteriormente señalado respecto a los convenios de colaboración.
m) Artículo 58. Inspección y control

Se considera necesario  mantener la inspección y control que se encontraban reguladas en el artículo 39 de la norma actualmente vigente, y limitado a los convenios firmados por las Administraciones Públicas, se propone añadir en el apartado 5 que “Los convenios de colaboración a los que se refiere el artículo 48.7 deberán contener los mecanismos de seguimiento e inspección del funcionamiento del sistema de recuperación del suelo.

Respecto a los convenios de colaboración debe indicarse que serán los propios firmantes quienes determinarán los mecanismos de seguimiento, inspección y control que consideren oportunos a fin de alcanzar los objetivos de los mismos, así como los mecanismos de denuncia por el incumplimiento de las obligaciones asumidas por cada uno de los intervinientes.

n) Disposición Final Segunda (a incorporar)

Dado que el texto no contempla una cláusula de desarrollo reglamentario, se recomienda introducir una Disposición Final del siguiente tenor: “El Gobierno, en el plazo de ….., a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, aprobará las normas reglamentarias necesarias para su cumplimiento.”

Tomando en consideración que el contenido del Anteproyecto de Ley ha sido sometido a un análisis en profundidad en orden a evitar un carácter demasiado reglamentista, el mismo ha sido modificado en diversos aspectos que ahora se dejan para un desarrollo posterior, no resultando posible determinar un plazo para la aprobación de la citada normativa. En todo caso, se iniciarán las labores de elaboración de dichos proyectos normativos de desarrollo durante la tramitación parlamentaria del Anteproyecto de Ley con objeto de que para el momento de su aprobación se pueda disponer de dichos reglamentos.

ñ) Anexo I. Actividades potencialmente contaminantes del suelo

Se propone la utilización del CNAE 2009 porque es el fruto de un proceso internacional de revisión y la Unión Europea ha establecido un plan de implantación que permita garantizar la comparabilidad de la información de las encuestas de los estados miembros, habiéndose fijado el 1 de enero de 2009 como fecha de inicio; el Real Decreto 475/2007 de 13 de abril prevé su aplicación a partir del 1 de enero de 2009 y el Instituto Nacional de Estadística ha hecho pública la correspondencia de la CNAE 93 Rev 1 con la CNAE 2009.

Por último, considera necesario introducir mayores precisiones en algunos de los epígrafes como el 37 (reciclaje), 40.1 (producción y distribución de energía eléctrica), 63.124 (otros depositos y almacenamientos) y 93.01 (lavado, limpieza y teñido de prendas textiles y de piel).

También estas cuestiones fueron planteadas en el trámite de información pública, por lo que únicamente cabe reiterar que la identificación de las actividades potencialmente contaminantes del suelo viene recogida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, con carácter de legislación básica y que el Estado no ha procedido a su actualización, viendose la CAPV limitada por dicha normativa que recoge la referencia conforme al CNAE 93. Puesto que el Anteproyecto habilita al Gobierno para la actualización de sus anexos, se procederá, mediante Decreto, a su adaptación en cuanto la Administración central proceda a la aprobación de un nuevo listado.
�  En cumplimiento de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente


� Téngase en cuenta que este documento fue elaborado en 2012, tras la realización de los trámites de consultas e información pública. Las referencias a los artículos no siempre coinciden con los del actual texto normativo y, en ocasiones, las modificaciones que se dice que se realizan en el texto no aparecen incorporadas ahora al texto en los mismos términos. 


� Han sido consultadas las políticas de Noruega, Holanda, Gran Bretaña y Austria 


�  En cumplimiento de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente


� Art. 42.3 LRJAPAC


� DECRETO LEGISLATIVO 1/2007, de 11 de septiembre, de aprobación del texto refundido de la Ley de Tasas y Precios Públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco
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